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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I.-La Comunidad Autónoma de Murcia tiene competencias exclusivas en materia de transporte por carretera y ferrocarril cuyo itinerario discurra íntegramente por territorio autonómico, así como en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, conforme establece el artículo 10.Uno. 2 y 4 del Estatuto de Autonomía aprobado por Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio. 

II.-El artículo 3 del Estatuto de Autonomía, desarrollando la previsión constitucional y coincidiendo con lo regulado por la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, dispone que los municipios gozan de plena personalidad jurídica y autonomía para la gestión de los intereses que les son propios, por ello la presente Ley desarrolla las competencias municipales en materia de transportes, partiendo de lo que determinan las leyes básicas del Estado.

III.-Los transportes de viajeros han venido rigiéndose por la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres (LOTT) y sus disposiciones de desarrollo, principalmente el Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, que aprobó el Reglamento de Ordenación de los Transportes Terrestres y por la Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio, de Delegación de Facultades del Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los transportes por carretera y por cable que hace delegación de la práctica totalidad de las competencias ejecutivas y de desarrollo reglamentario en esta materia. 

Pero la sentencia 118/1996, de 27 de junio, del Tribunal Constitucional declaró nulo el Capítulo VII del Título III de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres que regulaba los transportes urbanos de viajeros; después de esta sentencia del Tribunal Constitucional queda definitivamente resuelto el tema de la competencia plena y exclusiva de esta Comunidad Autónoma para regular los transportes de viajeros que no excedan en sus recorridos del ámbito territorial de la misma. Competencia que para estos transportes intracomunitarios abarca tanto la potestad normativa, como las de carácter planificador, ejecutiva, ordenadora, inspectora, sancionadora y cuantas otras se estimen necesarias para dotar a los ciudadanos de la Región de Murcia de la adecuada movilidad sostenible. 

IV.-La laguna normativa provocada por dicha sentencia, que elimina incluso la aplicación automática de la legislación estatal como supletoria, deja a las Administraciones murcianas huérfanas de un marco adecuado para ejercer sus competencias, razón que aconseja acometer la promulgación de la presente Ley que, asumiendo los principios de la política común de transportes de la Unión Europea y, en concreto, las normas del Reglamento (CE) 1370/2007, del Parlamento y del Consejo de 23 de octubre de 2007, regule y coordine los transportes colectivos de viajeros de ámbito y competencias urbana, municipal, supramunicipal, metropolitana y autonómica. 

V.- La Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia, creada por Ley 3/2006, de 8 de mayo, para “coordinar decididamente las actuaciones en materia de transporte” y “hacer efectiva la cooperación de la Comunidad Autónoma con los municipios que se integren…”, se incorpora plenamente en el corpus normativo e integrador que pretende conseguir la presente ley, habiendo sido asumidas por dicha Entidad Pública numerosas cuestiones en base a la Ley 10/2009, de 30 de noviembre, de Creación del Sistema Integrado de Transporte Público de la Región de Murcia y Modernización de las Concesiones de Transporte Público Regular Permanente de Viajeros por Carretera, que crea el Sistema Integrado a que hace referencia su título y acomete la modernización de las concesiones que relaciona en su Anexo, implementando unos Contratos/Programa que regirán la prestación de dichos servicios concesionales, al tiempo que prorroga el plazo concesional de las concesiones que se incorporen al Sistema Integrado.

La Entidad Pública del Transporte se erige así como uno de los medios fundamentales para lograr un sistema de transporte de viajeros eficaz y coordinado, al prever entre sus fines “la planificación, ordenación y gestión de los servicios de transporte público regular de viajeros, urbanos e interurbanos por carretera y los que se presten mediante tranvía” (artículo 2 de su Ley de Creación). La asunción por parte de la Entidad Pública del Transporte de las competencias de los Ayuntamientos en materia de transportes regulares de viajeros mediante la suscripción de los respectivos convenios con éstos creará el marco adecuado para garantizar al ciudadano un sistema de transporte de viajeros eficaz y coordinado.
VI.-En el desarrollo de estas competencias estatutarias, la Región de Murcia, por medio de la presente Ley, busca satisfacer las necesidades de movilidad de su población, en un marco de economía de mercado y libre competencia, con políticas que integren la necesaria ordenación de los transportes públicos de su titularidad; con la planificación y gestión de la movilidad sostenible de todos los ciudadanos y con la planificación territorial y urbana, ya sea autonómica o municipal. 

La libertad de movimiento de personas y bienes que inspira toda la política de la Unión Europea se concreta, a nivel local y autonómico, en el reto de las Administraciones Públicas para ofertar una movilidad amplísima a sus ciudadanos tanto en sus desplazamientos por razones laborales, como por motivos de ocio, turismo o cualquier otro y conseguir estos objetivos con el mínimo de costes sociales, ambientales y económicos, es decir, de forma sostenible. 

VII.-La presente Ley regula y define, por tanto, los derechos, mecanismos, instituciones, competencias, instrumentos de coordinación, sistemas de planificación y organismos de participación socio-institucional, asociativa y ciudadana que sean precisos para conseguir los principios y objetivos que se establecen en su Título Preliminar.

VIII.-La presente Ley se estructura en un Título Preliminar, seis Títulos y las oportunas Disposiciones Adicionales, Transitorias, Derogatoria y Final. 

El Título Preliminar, en sus dos Capítulos, regula las disposiciones generales, fijando el objeto de la Ley, los principios que la inspiran, y las definiciones necesarias para entender y delimitar los distintos tipos de transporte. 
El Título I, en su Capítulo I, establece el régimen de competencias de las distintas Administraciones Públicas de la Región de Murcia, en su Capítulo II contempla las funciones que desarrolla el Consejo Asesor de Movilidad y Transportes de la Región de Murcia y la Junta Arbitral de Transporte, haciendo referencia sumaria a los derechos y obligaciones de los intervinientes en el transporte cuya concreción se pospone para su adecuado desarrollo reglamentario, y en su Capítulo III aborda la regulación de las condiciones adicionales de accesibilidad en materia de transporte.

El Título II regula, en su Capítulo I, con carácter generalista, la coordinación que las Administraciones citadas en el Título precedente deben desplegar para conseguir un sistema de transportes armónico y sin interferencias o duplicidades. 

De modo singular, el Capítulo II regula la forma en que deben llevarse a cabo la planificación y gestión de la movilidad sostenible, partiendo de las necesarias Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible, instrumento de ordenación territorial cuya elaboración corresponde a la Consejería competente en materia de transportes, en coordinación con la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y con la Entidad Pública del Transporte.

El Título III contiene la regulación de los transportes urbanos, estableciendo las normas generales de aplicación y su régimen de prestación.

El Título IV está dedicado, en sus dos Capítulos, a la definición y clasificación de los transportes interurbanos, incorporando las peculiaridades todavía no ensayadas en la Región de Murcia de los transportes zonales y los transportes a la demanda, así como regulando con el suficiente detalle sus regímenes de explotación respectivos. 

El Título V se dedica al transporte de viajeros en vehículos de turismo, conteniendo dos artículos dedicados respectivamente al transporte en taxi, y a las áreas de prestación conjunta y zonas sensibles a la demanda.

Finalmente, el Título VI se dedica en su totalidad a la inspección y al régimen sancionador, estableciendo las normas y objetivos generales que han de regir estas funciones, con referencia expresa a la inspección, responsabilidad, infracciones y sanciones, prescripción, competencia y procedimiento sancionador.

Por todo lo expuesto, vista la propuesta inicial de la Consejería con competencia en materia de transportes, vistas las deliberaciones e informes preceptivos emitidos por los distintos organismos consultivos de la Comunidad Autónoma, como el Consejo Económico y Social; el Consejo Jurídico; el Consejo de Transportes y el Consejo Regional de Cooperación Local, entre otros, así como de las distintas Consejerías afectadas y de las Entidades, Asociaciones y Colegios Profesionales que el Consejo de Gobierno ha estimado oportuno, una vez que ha sido aprobada la presente Ley por la Asamblea Regional, yo, de conformidad con lo previsto en el artículo 4 de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre del Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de Murcia, promulgo, en nombre del Rey, la Ley de Movilidad y Transporte de la Región de Murcia. 

TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I

Objeto y principios inspiradores

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación de la Ley 

1 La presente Ley tiene por objeto primordial y básico establecer un marco jurídico y administrativo amplio que inicie el camino de integrar las políticas de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma y de los Ayuntamientos referidas a la movilidad de sus ciudadanos y al logro de un sistema de transporte de viajeros eficaz, coordinado y atento a la demandas de los usuarios, así como al necesario desarrollo territorial, económico y social, para lo que define y delimita los distintos tipos de transporte público de viajeros, su titularidad, sus modalidades y particularidad de gestión y los correspondientes ámbitos competenciales. 

2 Esta Ley persigue, además del fomento de la movilidad sostenible de sus ciudadanos, determinar los mecanismos e instituciones administrativas que aseguren la coordinación de los distintos servicios de transporte público colectivo que se prestan y cuyo fomento se considera básico para satisfacer las modernas demandas de los usuarios y la aplicación de políticas que vertebren el territorio autonómico y procuren el desarrollo económico y social necesario, con especial hincapié en la integración de las políticas de planificación urbanística y de ordenación del territorio y las que buscan asegurar una movilidad sostenible de los ciudadanos afectados por dichas planificaciones. 

Para ello regula la coordinación de los instrumentos necesarios de planificación tanto territorial y urbanística como la de transportes y, en general, la de movilidad; promueve la permanente mejora de transportes ecológicos y sostenibles; atiende a los nuevos diseños de las concesiones como zonales o a los de transportes a la demanda y busca la implantación de nuevas tecnologías y medios telemáticos de gestión y control de los servicios e impulsar el uso eficiente de recursos respetuosos con el medio ambiente. 

3 La presente Ley es de aplicación a todos los servicios de transporte público de viajeros por carretera así como al transporte por plataforma cuando se desarrollen íntegramente en el territorio de la Región de Murcia, sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones Públicas en la materia. A estos efectos, se entenderá que el transporte se desarrolla íntegramente en el territorio de la Comunidad Autónoma cuando, sin solución de continuidad, empiece y finalice en dicho territorio o bien, en caso de salir de dicho territorio, que carezca de tráfico autorizado fuera del mismo. 

Igualmente, por lo expuesto en el punto anterior, la presente Ley será de aplicación a los instrumentos de planificación territorial, urbanística y de transporte, así como a las implantaciones singulares reguladas en la presente Ley. 

Artículo 2. Principios inspiradores 

La ley pretende conseguir, con la aportación y participación de las Administraciones competentes: 

a) Garantizar el derecho de los ciudadanos a una movilidad sostenible, con el mínimo impacto ambiental y social posible.

b) Asegurar el respeto al derecho de igualdad de trato, tanto en el acceso a los transportes, como en su participación en la toma de decisiones y en el uso de sus derechos de queja y reclamación. 

c) Potenciar la coordinación de los organismos o Administraciones Públicas que planifican y desarrollan políticas de movilidad de los ciudadanos y políticas urbanísticas o de desarrollo territorial, 

d) Garantizar la accesibilidad a todos los transportes de las personas con limitaciones motoras o sensoriales, en sus desplazamientos e implantar los adecuados servicios de transporte público para las personas que, por residir en zonas rurales o de baja densidad de población, puedan ver limitado el ejercicio del derecho a la adecuada movilidad. 

e) Incrementar la cooperación de los operadores de transporte para conseguir la máxima eficacia del sistema definiendo nítidamente sus obligaciones e incorporando las nuevas tecnologías a la gestión tanto de las empresas de transporte como de los sistemas de transporte.

f) Incentivar la colaboración entre las distintas Administraciones y los ciudadanos impulsando su participación en los órganos de consulta, asesoramiento y planificación. 

g) El fomento e incentivación de los transportes públicos colectivos, con el máximo de competencia posible y como alternativa válida al transporte en vehículo privado. 

h) La máxima coordinación posible de los servicios de transporte colectivo, de sus tarifas y cuantos mecanismos sirvan para conseguir una red atractiva de servicios de transporte público. 

i) La introducción en el transporte colectivo de modernos medios telemáticos de adquisición de los títulos de transporte, reserva de plazas y mecanismos de evaluación de una gestión lo más eficaz y adecuada a la necesidades de los usuarios. 

j) Implementar la existencia y el uso de las plataformas de uso exclusivo o reservado a determinados tipos de transporte en los principales itinerarios.

k) Impulsar la actuación conjunta de las respectivas Administraciones, de la Administración General de la Comunidad Autónoma, de la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia y de los municipios con competencia en la materia, para incrementar la eficiencia del servicio de transporte público.

Capítulo II

Conceptos y definiciones

Artículo 3. Definiciones 

1 A los efectos de la presente Ley y de los instrumentos de coordinación y planificación de la movilidad que se regulan en la misma se entiende por: 

a) Accesibilidad en la movilidad, la capacidad de llegar, en las mejores condiciones posibles, a los lugares de residencia, trabajo, formación, asistencia sanitaria, interés social, ocio u otros destinos de interés particular, por medio de las infraestructuras disponibles y mediante el uso del medio de desplazarse que cada persona libremente elija. 

b) Medio de transporte, cualquier sistema o procedimiento que utilicen las personas para desplazarse de forma individual o colectiva y con utilización o no de medios mecánicos de impulso. 

c) Desplazamiento, el itinerario completo, de origen a destino, que se desarrolle en cada ocasión, cualquiera que sean los medios de transporte usados para ello. 

d) Movilidad, el conjunto de desplazamientos que realizan las personas por cualquiera de los motivos expuestos o por los distintos medios de libre utilización. 

e) Sostenibilidad, conjunto de directrices aplicables a las políticas de desarrollo territorial urbanístico y de movilidad que vayan orientadas a satisfacer las necesidades de desplazamiento sin poner en riesgo los desarrollos futuros y la capacidad de las generaciones futuras de implementar sus propios modelos y sistemas. 

f) Movilidad sostenible, la que se satisface con el mínimo de costes externos de congestión, siniestralidad y contaminación acústica o atmosférica sobre el entorno y la vida de las personas. 

2 A los efectos de esta Ley se entiende por transporte público de personas por carretera el que, siendo de titularidad de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma o de los respectivos Municipios o formando parte del conjunto de servicios de interés general o público, se prestan directamente por la Administración titular de los mismos o por los respectivos operadores por cuenta ajena, mediante retribución económica y sujetos a las condiciones de la respectiva concesión, autorización administrativa o cualquier otro título de adjudicación temporal de dicha explotación. 

3 En función de su ámbito los transportes públicos de personas se clasifican en: 

a) Urbanos, cuando sus itinerarios discurran íntegramente por un mismo término municipal. 

b) Interurbanos, cuando discurran por el territorio de más de un municipio. 

c) Metropolitanos, cuando las influencias recíprocas entre los servicios de transporte de varios municipios contiguos derivadas de su interrelación económica, laboral o social, determinen el reconocimiento de un interés supramunicipal por el Consejo de Gobierno, instrumentado mediante la aprobación del correspondiente Plan de Transporte Metropolitano.

4 En función de la regularidad de su prestación se clasifican en: 

a) Regulares, cuando se efectúen dentro de itinerarios preestablecidos, de carácter lineal y con sujeción a calendarios y horarios prefijados, siendo a su vez: 

i) Permanentes, cuando se llevan a cabo de forma continuada, para atender a necesidades de carácter  estable. 

ii) Temporales, cuando se destinen a atender tráficos de carácter excepcional o coyuntural y de duración temporalmente limitada, si bien puede darse en los mismos una repetición periódica con ocasión de ferias, mercados, eventos de turismo o vacacional u otro similar. 

iii) A la demanda, cuando la obligación de prestarlos y la forma de realizarlos, ya afecte a su horario como a la realización del itinerario autorizado de forma completa o parcial, dependa de la previa solicitud de los potenciales usuarios. Los servicios prestados de régimen de transporte a la demanda estarán sujetos en su explotación a las condiciones que indique el título autorizatorio que los establezca. 

b) Discrecionales, cuando se lleven a cabo sin sujeción a ningún tipo de itinerario, calendario ni horario preestablecidos. 

Dentro de este tipo de transporte son transportes turísticos aquellos que, ya tengan o no carácter periódico, se prestan a través de las agencias de viaje conjuntamente con otros servicios complementarios tales como los de alojamiento, manutención, guía turística, etcétera, para satisfacer de una manera general las necesidades de las personas que realizan desplazamientos relacionados con actividades recreativas, culturales, de ocio, u otros motivos coyunturales. Reglamentariamente se establecerán las condiciones especiales a las que están sometidos estos transportes turísticos, así como la determinación de la licencia o autorización administrativa que precisen los operadores de los mismos, sus vehículos adscritos y las posibles prohibiciones de tráfico o controles sobre servicios complementarios y tarifas a implantar en cada caso.

5 En función de su uso se clasifican en: 

a) De uso general, cuando van dirigidos a satisfacer una demanda general, siendo utilizables por cualquier interesado. 

b) De uso especial, los que están destinados a servir, exclusivamente, a un grupo específico de usuarios tales como escolares, trabajadores, militares o grupos homogéneos similares, pudiendo establecerse los siguientes subtipos: 

i) De escolares, alumnos y estudiantes, que se realice de forma habitual para el  traslado    de los mismos desde o hacia los centros de enseñanza. 

ii) El transporte de trabajadores, destinado al traslado de estas personas a sus lugares de trabajo y desde éstos a sus domicilios. 

iii) El de militares y sus familiares a los centros de acuartelamiento o similares.

6 En función de la infraestructura que utilicen: 

a) Transporte por carretera, cualquiera que sea la clase o titularidad administrativa de la misma. 

b) Transporte por plataforma o vía con captación de energía, como los tranvías, trenes, metros o trenes-tranvía. 

Artículo 4. Condiciones de seguridad.

Cualquiera que sea la Administración otorgante, en las autorizaciones de transporte escolar, los autocares en que se realicen los traslados, deberán cumplir en todo momento la normativa estatal y comunitaria sobre condiciones de seguridad en el transporte escolar y de menores, especialmente en lo relativo a la edad máxima de los vehículos.
La Consejería competente en materia de transportes, sin perjuicio de la regulación citada en el párrafo anterior, podrá determinar las condiciones de los vehículos o extender las limitaciones de antigüedad de los mismos para la realización de determinados tipos de transporte con especial incidencia en la Región de Murcia, tales como el transporte  de trabajadores y el turístico.

TÍTULO I

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA MOVILIDAD Y DE LOS TRANSPORTES URBANOS E INTERURBANOS. CONSEJO ASESOR DE MOVILIDAD Y TRANSPORTES. DERECHOS Y OBLIGACIONES. JUNTA ARBITRAL.

Capítulo I

Régimen de Competencias

Artículo 5. Las Administraciones Públicas competentes en materia de movilidad y transportes urbanos e interurbanos.

Las Administraciones Públicas de la Región de Murcia con competencia y responsabilidad en la planificación, ordenación, adjudicación y gestión de los transportes regulados en la presente Ley son: 

a) La Administración General de la Comunidad Autónoma.

b) Los Municipios 

c) Las Entidades de derecho público creadas para cooperar con las anteriores en materia de transporte de viajeros. 

Artículo 6. Competencias de la Comunidad Autónoma 

1 Corresponde a la Consejería con competencia en materia de transportes y, en su caso a la Entidad Pública del Transporte, velar por el correcto funcionamiento de los transportes a que se refiere la presente ley, garantizando el derecho a la movilidad de los ciudadanos y ejercer las funciones de planificación, ordenación, coordinación, control, inspección y sanción, en su caso, de los servicios públicos de viajeros de que es titular, cualquiera que sea el modo en que se gestionen. 

2 Singularmente, corresponde a la Consejería competente en materia de transportes la participación en todos los órganos e instituciones de ámbito nacional o superior, sean sectoriales o no, en los que la Comunidad Autónoma deba estar representada o ser oída en relación con la política de transportes que aplica y le compete. 

3 En concreto, corresponden a la  Consejería competente en materia de transportes las siguientes competencias: 

a) Planificar, ordenar, gestionar y regular los transportes de su competencia y singularmente los definidos como interurbanos de la Región de Murcia.

b) Promover, impulsar o confeccionar los oportunos estudios y propuestas de movilidad que se generen por cualquier planificación urbanística, territorial o sectorial que le afecte en coordinación con las Administraciones competentes en dicha planificación.

c) Ejercer las competencias, que como delegadas, le otorga la Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio, de Delegación de Facultades del Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los transportes por carretera y cable.

d) Coordinar las distintas clases de transporte de viajeros y mercancías de la Región de Murcia, promoviendo las políticas de armonización y cooperación que sean necesarias para conseguir, con la aportación de los Ayuntamientos, una red de transportes autonómicos armónica e integrada.

e) Planificar y coordinar los transportes de interés metropolitano en la forma regulada en el artículo 3. uno. 2. c) de la presente Ley.

f) Planificar, ordenar y controlar la gestión de las infraestructuras de transporte que se construyan o integren en la red autonómica integrada.

g) Otorgar los títulos habilitantes necesarios para el ejercicio de las actividades de transporte a las empresas u operadores que rebasen en su gestión el ámbito municipal.

h) Ejercer la función de control, inspección y sanción sobre los transportes de su competencia o sobre los que tenga delegadas dichas funciones.

i) Ejercer las competencias que tenga otorgadas en materia de precios y tarifas.

j) Promover y confeccionar las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible, los Planes de Ordenación Territorial de Movilidad Sostenible y los Estudios de Movilidad que se indican en los artículos 15, 16 y 17 de la presente Ley.

k) Velar por la sostenibilidad del sistema de transporte y la accesibilidad de todos los usuarios a los modos de transporte e infraestructuras disponibles, con supresión de las barreras arquitectónicas que dificulten la movilidad, con especial empeño en atender a los derechos que en este tema demandan las personas con dificultades de desplazamiento.

l) Promocionar el transporte público colectivo de calidad frente al desplazamiento en vehículo privado y en general los modos saludables y la intermodalidad.

m) Contribuir a la modernización y competitividad de las empresas, impulsando la formación de la dirección y el personal de las empresas de transporte.

n) Promoción de las actividades logísticas e iniciativas logísticas.

o) Planificar e impulsar la construcción y el uso exclusivo o preferente de las plataformas reservadas que se estimen necesarias para la mejora de la movilidad de los ciudadanos.

Articulo 7. Competencias de los Municipios

Los Municipios de la Región de Murcia tienen en materia de transporte de viajeros las siguientes competencias: 

a) Estudiar y planificar la movilidad de sus ciudadanos para incorporarla, de forma integrada, en su planificación urbanística municipal

b) Planificar, ordenar y gestionar los transportes públicos de personas que discurran íntegramente por su término municipal, así como los que le pueda encomendar o delegar la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Murcia, sin perjuicio de las concesiones ya establecidas en territorio de un solo municipio y que son titularidad de la Comunidad Autónoma y sin perjuicio igualmente de las facultades de coordinación y ordenación general que sobre estos transportes ostenta la misma. 

c) Otorgar y controlar las licencias o autorizaciones que correspondan a los transportes urbanos de su competencia, así como inspeccionar, vigilar y sancionar a los titulares de los mismos o a sus empleados en la forma y trámites que indiquen sus respectivas Ordenanzas u otra normativa aplicable. 

d) Colaborar con la Administración de Transportes de la Región de Murcia en cuantos proyectos o planes específicos de participación institucional, coordinación, cooperación o inspección o sanción se instrumenten para mejorar y modernizar las redes de transporte de viajeros en el territorio autonómico o municipal. 

e) Colaborar en las actuaciones y planes que la Administración Autonómica les propongan para la coordinación de los transportes urbanos e interurbanos, ya se trate de establecer infraestructuras de uso compartido, ya en la fijación de paradas en el casco urbano, ya en la armonización de precios o tarifas a aplicar por los respectivos servicios o bien en los planes específicos para el control e inspección de servicios de transporte que excedan en su recorrido del ámbito municipal. 

f) Cuantas otras les confieran la legislación específica sobre supresión de barreras y accesibilidad u otras normas singulares. 

Las competencias de los Municipios mencionadas en el presente artículo lo serán sin perjuicio de los convenios que éstos suscriban, para la cesión de sus competencias en materia de transporte regular urbano a la Entidad Pública del Transporte, con el fin de que ésta se convierta en el órgano de concentración de competencias y coordinación del transporte público de viajeros de la Región de Murcia, de conformidad con lo previsto en su Ley de Creación.

Artículo 8. Competencias de la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia 

La Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia creada por Ley 3/2006, de 8 de mayo, ejercerá, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, además de las competencias que le hayan delegado los municipios que se hayan integrado en la misma a través del correspondiente convenio, las competencias que se contienen en el artículo 5 de dicha Ley de creación; en sus Estatutos; en la Ley 10/2009, de 30 de noviembre, de Creación del Sistema Integrado de Transporte Público de la Región de Murcia y Modernización de las Concesiones de Transporte Público Regular Permanente de Viajeros por Carretera y en el resto de normativa aplicable a los servicios de transporte de su competencia. 

Capítulo II

Consejo Asesor de Movilidad y Transportes. Derechos y obligaciones de los

Intervinientes en los servicios públicos de transporte.

Junta Arbitral del Transporte.

Artículo 9. Consejo Asesor de Movilidad y Transportes de la Región de Murcia

1 El Consejo de Transportes de la Región de Murcia, creado por el Decreto 24/1985, de 28 de marzo pasa a denominarse Consejo Asesor de Movilidad y Transportes de la Región de Murcia, a fin de asumir las nuevas funciones creadas por la presente Ley, es el órgano superior de participación, asesoramiento, consulta y debate sectorial de la movilidad y el  transporte de la Región de Murcia, extendiendo sus competencias a cuantos asuntos afecten a estos  ámbitos  y se desarrollen en  su territorio. 

2 Funciones del Consejo  Asesor de  Movilidad  y Transportes de la Región de Murcia

El Consejo Asesor de  Movilidad y Transportes tiene las siguientes funciones:

a) Proponer acciones para el estudio de la movilidad y de la demanda de servicios de transporte por parte de la ciudadanía y los sectores económicos.

b) Evaluar las acciones emprendidas en materia de organización de la movilidad de personas y mercancías, prestando una especial atención a las cuestiones vinculadas a la intermodalidad, y hacer el seguimiento de las mismas.

c) Informar sobre los instrumentos de planificación en los casos que la presente Ley establece y sobre cualquier asunto que pueda serle sometido por el Gobierno Regional o las demás administraciones competentes en materia de movilidad y transporte.

d) Informar sobre los proyectos de disposiciones normativas que afecten a las materias vinculadas a la movilidad y al transporte 

e) Formular las recomendaciones que estime adecuadas a partir de los informes sobre la movilidad y el transporte.

f) Emitir cuantos informes preceptivos sobre las materias de su competencia  exija la legislación vigente.

g) Aquellas otras funciones que puedan atribuírsele por disposiciones posteriores

3 La estructura, composición y funcionamiento de este Consejo Asesor serán los que se definan reglamentariamente, incluyendo en todo caso una sección de transporte adaptado, con funciones específicas en materia de accesibilidad.

Artículo 10. Derechos y obligaciones de los intervinientes en los servicios públicos de transporte 

Quienes utilicen los servicios o instalaciones de los transportes regulados en la presente Ley tendrán los derechos contenidos en la legislación general del Estado y de la Unión Europea sobre consumidores y usuarios y sobre transportes por carretera, así como en la específica en cada caso aplicable a las personas con problemas de accesibilidad, movilidad reducida u otra singularidad, conforme a lo previsto en el Reglamento de Derechos y Obligaciones de Viajeros del Transporte de la Región de Murcia 

1 Del mismo modo, los operadores de transporte o los titulares de las infraestructuras afectas al transporte de viajeros cuidarán de cumplir y hacer cumplir a sus empleados las normas contenidas en la legislación citada, en el Reglamento que la desarrolle en cada momento y en todo caso las condiciones básicas que para los transportes regulares urbanos, suburbanos e interurbanos, lugares de parada y estaciones de autobuses establece la legislación estatal aplicable. 

2 Para mayor contribución a la mejora de los transportes de viajeros e incremento de la calidad de estos sistemas de movilidad de todos los potenciales usuarios se dará el máximo de publicidad a la reglamentación sobre derechos y obligaciones de los viajeros y operadores o concesionarios, facilitando así su cumplimiento e informando de las alternativas existentes para los casos de incumplimientos que puedan ser objeto de infracción administrativa o de controversia a plantear ante la Junta Arbitral del Transporte.

3 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 e) del Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, los usuarios del transporte público de viajeros de la Comunidad Autónoma participarán, por medio de sus Asociaciones, Agrupaciones y Entidades legalmente constituidas, en los órganos consultivos previstos en la normativa reguladora de los transportes y serán oídos en la elaboración de las disposiciones administrativas de carácter general referentes al transporte que les afecte. 

Artículo 11. Junta Arbitral del Transporte 

La Junta Arbitral del Transporte de la Región de Murcia conocerá y resolverá, con los efectos previstos en la legislación general de arbitraje, todas las controversias de carácter mercantil y contenido económico que se promuevan entre los operadores de transporte y usuarios del mismo, presumiéndose que existe sometimiento a su arbitraje de todas la partes intervinientes en el contrato de transporte de viajeros en los términos establecidos en la legislación del Estado. 

La Junta Arbitral de Transporte de la Región de Murcia informará de las cuestiones que sometan a su estudio y dictamen las Administraciones de la Región de Murcia o las partes de algún contrato de transporte de viajeros en controversia, como son las condiciones de su cumplimiento, sus cláusulas más usuales, su precio o tarifa de aplicación y las que se indiquen reglamentariamente, 

Igualmente, dicha Junta Arbitral actuará de depositaria de los equipajes, bultos y encargos olvidadas o no retiradas por su destinatario o dueño procediendo a su enajenación en la forma prevista en la legislación del Estado. 

La composición de la Junta, su régimen competencial y el procedimiento a aplicar, así como los efectos de los laudos y demás circunstancias propias de estos arbitrajes serán las previstas en la legislación estatal en vigor, sin perjuicio de la competencia que para su desarrollo reglamentario detenta la Administración General de la Comunidad Autónoma.

Capítulo III:

Condiciones adicionales de accesibilidad en materia de transporte

Artículo 12. Accesibilidad universal del sistema de transporte

La actuación de las administraciones públicas en materia de transportes garantizará la accesibilidad al sistema de transportes de todas las personas, teniendo en cuenta las necesidades de movilidad de la totalidad de los ciudadanos y, en particular y especialmente con carácter preferente, de los siguientes colectivos de personas:

1. Con carácter general, las personas que tengan alguna limitación permanente o temporal, sea de carácter físico o sensorial para desplazarse y comunicarse de manera autónoma.

2. Las personas mayores, teniendo en cuenta sus características.

3. Las personas que deban desplazarse temporal o permanentemente en silla de ruedas o con otro tipo de ayudas, en el sentido establecido en el apartado 5 c del artículo 6 de la Ley 5/1995, de 7 de abril, de condiciones de habitabilidad en edificios de viviendas y de promoción de la accesibilidad general.

4. Las mujeres que se encuentren en estado de gestación y los niños que por su corta edad se trasladen de manera no autónoma.

5. Sin perjuicio de los colectivos citados, se atenderá a otros grupos de ciudadanos con necesidades de desplazamiento análogas a las anteriores.

Artículo 13. Garantía de acceso y no discriminación.

Las empresas prestatarias de servicios regulares, sus proveedores de billetes, los operadores turísticos y los titulares de autorizaciones de transporte de viajeros en vehículos de turismo no podrán denegar por razones de discapacidad o movilidad reducida:

· La realización de reservas para un servicio de transporte o la emisión de un billete para un viaje.

· El embarque a personas con discapacidad o con movilidad reducida, cuando dichas personas estén en posesión de un billete o una reserva válidos.

En todos los servicios mencionados en el artículo anterior, las reservas, los billetes o las tarifas de aplicación se ofrecerán a las personas con discapacidad o con movilidad reducida sin coste adicional alguno, estando obligadas las empresas a transportar gratuitamente las ayudas técnicas definidas  para determinados servicios de carácter turístico en la legislación regional vigente en materia de accesibilidad.

Artículo 14. Adaptación de los servicios a las condiciones de accesibilidad.

Las empresas prestatarias de servicios públicos de transporte de carácter urbano e interurbano deberán atender de manera progresiva las necesidades de movilidad de la totalidad de los ciudadanos en todos los vehículos que se integren en el servicio objeto de la autorización o concesión administrativa.

El proyecto que determine las características de la prestación de nuevos servicios regulares de uso general contendrá necesariamente un apartado específico en el que se detallen las necesidades inherentes a las personas con problemas de movilidad y discapacidad sensorial y las medidas a adoptar en consecuencia, de acuerdo con lo previsto en esta ley y en la normativa que la desarrolle.

El requisito del apartado anterior será igualmente necesario en la tramitación de las modificaciones de las concesiones actualmente vigentes cuando estas impliquen la atención de nuevas líneas o tráficos, así como en la de las autorizaciones administrativas previas a la prestación del servicio cuando no resulte necesaria la aprobación de dicho proyecto.

Artículo 15. Material móvil

1. Los servicios regulados en este artículo deberán prestarse necesariamente mediante autobuses, que contarán con plataforma parcial o totalmente baja y estarán dotados además de las restantes condiciones técnicas para facilitar el acceso de forma autónoma de las personas con problemas de movilidad, de acuerdo con lo previsto en el anexo V del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad y las directrices que desarrolle la Unión Europea relativas a la homologación de tipos de vehículos automóviles. Las empresas prestatarias serán en todo caso responsables del buen funcionamiento de los dispositivos.

2. Este tipo de vehículos serán los que obligatoriamente se utilicen en aquellas líneas regulares de uso general urbanas o metropolitanas, entendiendo como tales las que tengan una longitud no mayor de 30 km. y tengan parada en un núcleo de más de 50.000 habitantes o estén explícitamente incluidas en un plan de transporte metropolitano conforme a lo dispuesto en esta Ley.

3. Excepcionalmente, las líneas de más de 30 km o aquellas que no tengan ningún tipo de parada en núcleos de más de 50.000 habitantes podrán ser eximidas de la aplicación de lo dispuesto en el punto 2 del presente artículo si las características de las vías a utilizar así lo aconsejan. En todo caso, se asegurará el desplazamiento de las personas con problemas de movilidad mediante la adopción de las medidas técnicas y organizativas adecuadas a cada caso concreto.

4. En el caso de los servicios regulares interurbanos con más de cinco vehículos adscritos se deberán cumplir los requisitos establecidos en el apartado 2 del anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad.

5. En cualquier caso, todos los vehículos de nueva adscripción a las líneas regulares de transporte deberán cumplir los requisitos de accesibilidad establecidos según el carácter metropolitano o interurbano del servicio.

Artículo 16. Preferencia en los asientos y plazas reservadas.

1. En los diferentes medios de transporte público tendrán preferencia para la ocupación de los asientos las personas que tengan dificultades de movilidad, pertenecientes a los colectivos mencionados en el artículo 12 de la presente ley.

2. En cada una de los vehículos se indicará la obligación de atender a la preferencia señalada en el punto anterior mediante el distintivo o ideograma correspondiente.

3. En los vehículos de transporte público urbano e interurbano se deberá reservar para personas con discapacidad como mínimo dos asientos y espacio para dos sillas de ruedas adecuadamente señalizados.

Los asientos reservados, así como el espacio para las sillas de ruedas estarán situados próximos a las puertas del vehículo. En ese lugar se colocará igualmente un timbre de parada de fácil acceso. El autobús no iniciará la marcha hasta que la persona con discapacidad  no esté en el asiento correspondiente o se encuentre debidamente anclado en la plaza reservada para la silla de ruedas, o en su caso, el conductor se cerciore de que éste haya bajado totalmente del vehículo.

Artículo 17.  Paradas y Marquesinas de los transportes de viajeros por carretera

1. Las paradas y marquesinas de los servicios públicos de transporte se habilitarán de manera que la totalidad de los usuarios puedan acceder y descender desde los vehículos de manera autónoma, cómoda y segura. Concretamente, la altura del andén será aquella que facilite el acceso directo a la plataforma del vehículo, y su longitud y restantes características serán las necesarias para facilitar la maniobra de acostamiento a la parada hasta alcanzar el máximo paralelismo y la mínima holgura posible entre uno y otro. La información de las paradas será plenamente accesible.

2. Las paradas señaladas en el apartado anterior tendrán el carácter de un elemento funcional más de la vía en la que se ubiquen, correspondiendo al titular de dicha vía, autonómico o municipal, su ejecución y mantenimiento de acuerdo con lo establecido en el anexo V del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad.

En la aprobación del proyecto de servicio público de viajeros se dará trámite de audiencia al titular de la vía antes de tal aprobación, y una vez realizado dicho trámite, la administración competente adoptará las medidas que se consideren oportunas antes del comienzo de los servicios.

3. La administración competente en materia de transportes podrá establecer convenios con los titulares de las vías para la implantación, adecuación o mantenimiento de las paradas. En todo caso, podrá ejecutar subsidiariamente las actuaciones se ponga en riesgo la seguridad de las personas en el acceso o descenso de los autobuses, en cuyo caso,  una vez concluidas tales obras, serán cedidas al titular de la vía para su mantenimiento futuro.

Artículo 18. Estaciones de Autobuses.

Las estaciones de autobuses de las ciudades de más de 50.000 habitantes y todas las de nueva creación deberán cumplir las condiciones establecidas en el anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad.

Artículo 19. Formación

Las empresas prestatarias de servicios regulares de transporte y actividades auxiliares:

a) Velarán por que su personal y el personal empleado por cualquier subcontratista que preste asistencia directa a las personas con discapacidad o con movilidad reducida tengan el conocimiento necesario para responder a las necesidades de las personas con diversas discapacidades o dificultades para su movilidad.

b) Proporcionarán a todo su personal que tenga trato directo con los viajeros la formación sobre asistencia a las personas con discapacidades y sensibilización sobre la problemática de la discapacidad.

c) Garantizarán que todo nuevo empleado, tras su contratación, recibe formación sobre asistencia a personas con discapacidad y que su personal recibe cursos de reciclaje cuando sea necesario.

La Consejería competente en materia de transportes determinará los contenidos mínimos de la formación.

Artículo  20. Información

Las empresas prestatarias de servicios públicos de transporte, sus proveedores de billetes, los operadores turísticos y los gestores de estaciones de autobuses definidas en el Artículo. 19 garantizarán que toda la información pertinente  relativa a las condiciones de transporte, la información sobre el viaje y la información sobre accesibilidad de los servicios esté disponible en formatos adecuados y accesibles para las personas con discapacidad o con movilidad reducida, incluyendo las reservas y la información en línea.

Artículo 21. Transportes regulares de uso especial y discrecional

1. Las empresas prestatarias de tales servicios, mediante medios propios o de terceros, deberán atender necesariamente las necesidades de desplazamiento de cualquier persona con independencia de su discapacidad.

2. La prestación de los servicios se realizará preferentemente con vehículos propios y, en caso de que ello no fuera posible, mediante los procedimientos de colaboración o contratación con los transportistas que proceda. En todo caso, las empresas con más de 10 vehículos deberán contar, al menos, un 2 % de su flota apta para personas con problemas de movilidad. A los efectos de este cálculo, se entenderá que el número de unidades resultantes de aplicar el referido porcentaje se redondea al número inmediatamente superior.

Los vehículos dedicados al transporte escolar deberán ser adaptados, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca.

3. El cumplimiento del requisito señalado en el apartado anterior será verificado por la administración de transportes con ocasión del visado de las autorizaciones o, en su caso, del otorgamiento de nuevas autorizaciones.

Las Administraciones Públicas que contraten servicios de transporte incluirán en los baremos de los pliegos de condiciones una especial puntuación para las empresas que tengan total o parcialmente adaptada su flota.

Artículo 22. Transporte por plataforma

Las empresas operadoras de servicios de transporte que discurran por plataforma deberán cumplir los requisitos establecidos para cada sistema en el anexo VI del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad.

Artículo 23. Participación

Las empresas prestatarias de servicios regulares y los titulares de autorizaciones de transporte de viajeros en vehículos de turismo podrán proponer, con la participación activa de representantes de las organizaciones de personas con discapacidad y de personas con movilidad reducida, así como de los órganos administrativos con competencias en materia de transporte, normas de acceso no discriminatorio aplicables al transporte del mismo de personas con discapacidad y con movilidad reducida, a fin de dar cumplimiento a los requisitos de seguridad pertinentes. Dichas normas incluirán todas las condiciones de acceso del servicio en cuestión, incluida la accesibilidad de los vehículos utilizados y su equipamiento a bordo, así como las condiciones de los lugares de paradas y estaciones de autobuses

TÍTULO II

COORDINACIÓN INTERADMINISTRATIVA.

PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DE LA MOVILIDAD

Capítulo I 

Coordinación de las Administraciones Autonómica y Local

Artículo 24. Normas generales 

1 La planificación, ordenación y coordinación de los servicios de transporte por carretera regulados en la presente Ley, así como de sus infraestructuras, corresponde realizarla a la Administración titular del servicio de que se trate, o a aquélla que lo autorizó, según discurra por ámbito exclusivamente municipal o sea de carácter interurbano o metropolitano, en la forma que se regula en el Título I, Capítulo I de la presente Ley. 

2 Igual título competencial y con los mismos límites se extiende, especialmente, a la planificación, construcción, promoción de uso y vigilancia de las plataformas de uso preferente o exclusivo de determinados transportes o formas de desplazamiento o a las infraestructuras que se consideren necesarias para determinados transportes o formas de desplazamiento de los ciudadanos.

3 La planificación y coordinación de carácter general de los transportes o infraestructuras que realizarán las Administraciones competentes citadas y que se indica en el punto anterior, irá siempre acompañada de la planificación y gestión de la movilidad que se regula en los artículos 17 a 21 de la presente Ley. 

Esta planificación singular referida a la movilidad sostenible, se realizará con total coordinación de las distintas Administraciones afectadas, de forma que no se apruebe ningún instrumento planificador sin la implicación e incorporación al proceso planificador y de gestión de los informes o contribución oportuna que quiera o deba aportar cualquiera de las Administraciones afectadas por la planificación de que se trate. 

Artículo 25.  En relación con los transportes urbanos 

1 En el establecimiento de nuevos servicios de transporte regular colectivo de viajeros ya sean de competencia municipal o corresponda su implantación y gestión a la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia, no existirán prohibiciones por razón de coincidencia con otros transportes regulares. A estos efectos se equipara al establecimiento de servicios, la modificación de los ya existentes cuando dé origen a situaciones de concurrencia con tráficos interurbanos preexistentes. 

No obstante, si estos servicios urbanos tuvieran tráficos coincidentes con los de los servicios regulares interurbanos de uso general preexistentes y afectaran a tráficos atendidos por sus concesionarios, será necesario justificar, antes de su implantación, la insuficiencia del servicio existente para atender las necesidades de los usuarios elaborando el oportuno Plan de Coordinación de ambos servicios. 

En la elaboración de dicho Plan de Coordinación deberá ser oída la empresa que explota la concesión de servicio regular interurbano. 

2 Tendrán la consideración de tráficos coincidentes los que se realicen entre paradas en las que el servicio interurbano preexistente estuviera autorizado para dejar viajeros o puntos próximos a las mismas que supongan atender demandas de transporte sustancialmente idénticos. 

3 El Plan de coordinación a elaborar por el Ayuntamiento o, en su caso, por la Entidad Pública del Transporte, que pretenda implantar el servicio urbano citado y coincidente con otro anterior de carácter regular interurbano, buscará la acomodación e interrelación entre ambos servicios en base a los objetivos que se indican en el apartado siguiente y, a tal efecto, una vez elaborado el mismo, el órgano competente para su elaboración recabará los siguientes informes:

a) De la Administración del Estado si la afectada fuera una concesión de su titularidad, siendo el informe que emita, en su caso, vinculante para el Ayuntamiento. 

b) De la Dirección General competente en la materia de la Región de Murcia y de la Entidad Pública del Transporte, cuando la concesión o servicio sea de titularidad autonómica, siendo también ambos informes, vinculantes para el Ayuntamiento citado. 

c) De la empresa que venga explotando el servicio interurbano afectado, que será oída al objeto de fijar sus pretensiones, centradas en el respeto a los derechos preexistentes que le corresponden en la forma que establece el artículo siguiente, apartado tres de la presente Ley. 

Una vez concluida la tramitación citada y subsanadas, en su caso, las deficiencias advertidas, el órgano competente para la elaboración del Plan remitirá el mismo al Consejero competente en materia de transportes, a quién corresponde la aprobación del Plan cuando exista conformidad con el Plan remitido

No obstante lo anterior, si el Consejero apreciara, de forma motivada, que el contenido del texto remitido no se adecua a lo indicado en los informes citados en las letras a) y b) de este apartado, pondrá de manifiesto dicha circunstancia al órgano competente para su elaboración, al objeto de que en el plazo de un mes proceda a su rectificación o realice las observaciones que estime pertinentes.

En caso de que persistiera dicha disconformidad, el Consejero competente en materia de transportes elevará el expediente al Consejo de Gobierno, a quien corresponde en este caso decidir sobre la aprobación o denegación del Plan.

Artículo 26. En relación con los transportes interurbanos

1 La planificación y coordinación de los transportes regulares interurbanos de uso general de titularidad de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma corresponde a la Consejería competente en materia de transportes, que lo acordará en la forma que reglamentariamente se determine, sin perjuicio de las funciones que tiene asignadas la Entidad Pública del Transporte en virtud de su Ley de Creación 3/2006, de 8 de mayo y el resto de normativa aplicable. 

Dicha planificación tendrá por objeto la creación de de una red armónica e integrada de transportes que asegure la movilidad de los ciudadanos y la accesibilidad a transportes sostenibles con el mínimo coste social y una correcta utilización de las infraestructuras existentes. 

2 Las concesiones y autorizaciones de servicio regular interurbano de uso general se otorgarán sin coincidencia en los tráficos que hayan de cubrir y con respeto al equilibrio económico fijado en el oportuno proyecto de adjudicación y en título habilitante.

3 Cualquier planificación o coordinación de las concesiones o servicios que se proponga conllevará el respeto a los derechos preexistentes de los concesionarios u operadores de servicios regulares de uso general y carácter interurbano y se extenderá al mantenimiento del equilibrio económico fijado en el correspondiente título concesional, de forma que la ruptura del mismo será objeto de compensación económica a cargo de la Administración responsable de dicha planificación y desequilibrio económico. 

Artículo 27. En relación con los transportes metropolitanos

1 La ordenación y coordinación de los transportes en el interior de cada uno de los ámbitos metropolitanos a que se refiere el artículo 3 de la presente Ley se instrumentará mediante la aprobación de un Plan de Transporte Metropolitano.

El Plan de Transporte Metropolitano es el documento o conjunto de documentos a través del cual se define el sistema de transporte en el ámbito metropolitano y se realizan las previsiones  necesarias para su gestión y financiación.

2 El Plan de Transporte Metropolitano tendrá, al menos, el siguiente contenido:

a) Delimitación y justificación de su ámbito.

b) Análisis y diagnóstico de la demanda y oferta de transporte.

c) Objetivos, criterios y modelo de movilidad en el ámbito metropolitano.

d) Determinaciones de ordenación y coordinación de los servicios, infraestructuras, tráficos, instalaciones y red viaria de ámbito metropolitano.

e) Marco tarifario de los servicios de interés metropolitano.

f) Justificación de la adecuación a los instrumentos de ordenación del territorio que le puedan afectar.

g) Supuestos de revisión del Plan y determinación de las modificaciones que no suponen revisión.

h) Las determinaciones que se exijan reglamentariamente, mediante Orden del Consejero competente en materia de transportes.

3 La elaboración y aprobación inicial del Plan de Transporte Metropolitano y de sus revisiones se realizará por la Consejería competente en materia de transportes a propuesta, de la Entidad Publica del Transporte, y su aprobación definitiva corresponderá al Consejo de Gobierno mediante Decreto, oídos los municipios afectados y previo informe del Consejo Asesor de Movilidad y Transportes y de la Comisión de Coordinación de Política Territorial. Las modificaciones que no supongan revisión del Plan por tratarse únicamente de cambiar algún aspecto no sustancial del Plan o de su actualización, sin afectar de forma esencial a su contenido, serán aprobadas por la Consejería competente en materia de transportes a propuesta de la Entidad Pública del Transporte.

4 En la redacción del Plan de Transporte Metropolitano y de sus revisiones deberá posibilitarse la participación, en todo caso,  de los municipios afectados y de la Administración General del Estado, así como de los agentes sociales y económicos.

5 Los Planes de Transporte Metropolitanos, que tendrán vigencia indefinida, serán públicos y obligatorios.

6 La ejecución de obras, proyectos o actuaciones, así como la ordenación, gestión y prestación de los correspondientes servicios que incidan en las infraestructuras, tráficos, instalaciones y servicios de interés metropolitano, se adecuarán a los objetivos y criterios funcionales establecidos en el Plan de Transporte Metropolitano.

7 Las directrices generales de ordenación y coordinación de los servicios, las infraestructuras, el tráfico y las instalaciones de transporte contenidas en el Plan serán expresamente tenidas en consideración para la planificación y programación de infraestructuras de transporte, la ordenación de los transportes y el tráfico y, en general, la realización de actuaciones que incidan en el sistema de transporte metropolitano dentro del ámbito del Plan.

8 El planeamiento territorial y urbanístico recogerá y concretará espacialmente los objetivos y criterios funcionales establecidos en el Plan de Transporte Metropolitano.

9 Las modificaciones susceptibles de alterar negativamente el equilibrio económico de los servicios  serán compensadas con arreglo a la legislación vigente, distribuyéndose el coste de dichas compensaciones con arreglo a lo que determine el Plan de Transporte Metropolitano.

10 La aprobación de los Planes de Transporte Metropolitano implicará la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos  correspondientes a los fines de expropiación, de ocupación temporal o de imposición o modificación de servidumbres.

Capítulo II

Planificación y gestión de la movilidad

Artículo 28. Instrumentos de planificación, gestión y evaluación de la movilidad

1 Los instrumentos de planificación deben concretar, para el ámbito territorial que en cada caso les corresponda, la aplicación de los objetivos de movilidad de la presente Ley mediante el establecimiento de directrices, objetivos temporales, propuestas operativas e indicadores de control.

2 Se establecen los siguientes instrumentos de planificación de la movilidad:

a) Las Directrices Regionales para la movilidad sostenible.

b) El Plan Regional para la movilidad sostenible.

c) Los Planes de Movilidad Urbana Sostenible.

d) Los planes de transporte de empresas o grupos de empresas.

3 La aprobación inicial de los distintos instrumentos de planificación territorial podrá llevar aparejada, además de los efectos previstos en la legislación aplicable en materia de ordenación  del territorio y urbanismo, las siguientes medidas cautelares:

a) La vinculación de los informes que se emitan en materia de movilidad y transportes por la Consejería competente en materia de transportes y por la Entidad Pública del Transporte en el ámbito de sus competencias.

b) La suspensión de tramitación de los instrumentos de ordenación territorial y planificación sectorial.

4 El alcance, contenido, extensión y duración de dichas medidas cautelares se determinará en el acuerdo de aprobación inicial del instrumento de planificación correspondiente, sin que su duración en ningún caso puedan exceder de un año.

Articulo 29. Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible 

1 Las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible de movilidad sostenible constituyen el marco orientador para la aplicación de los principios y objetivos de movilidad de la presente Ley. 

2 Sus objetivos serán:

a) Establecer orientaciones, criterios, objetivos temporales, propuestas operativas e indicadores de control en materia de movilidad. 

b) Determinar la relación entre la movilidad y los servicios necesarios y entre el uso del suelo y la oferta de transporte público y colectivo 

3 Serán elaboradas por La Consejería competente en materia de transportes, en coordinación con la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia, y con la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y responderán al menos a los siguientes principios:

a) Promoción de la mayor integración posible del transporte de viajeros en las planificaciones territorial y urbanística que lleven a cabo las distintas Administraciones de la Región de Murcia. 

b) Fomento de la utilización de los transportes públicos colectivos. 

c) Aumento del nivel de integración intermodal del sistema de transporte. 

d) Búsqueda de medidas que disminuyan la congestión, apoyen el uso de combustibles más ecológicos, reduzcan la accidentabilidad, favorezcan el uso racional del vehículo privado e implementen modelos de tarifas integrales. 

e) Desarrollo de medidas de mejora de la accesibilidad en la movilidad, de construcción de aparcamientos disuasorios y de introducción de medios teleinformáticos y nuevas tecnologías de gestión de la movilidad. 

f) Desarrollo de medidas de gestión de la demanda. 

g) Analizar las políticas de planificación e implantación de infraestructuras, con criterios de sostenibilidad y uso racional del espacio viario. 

4 Así mismo, estas Directrices establecerán indicadores de movilidad en al menos las siguientes categorías: 

a) Accesibilidad. 

b) Impacto ambiental y territorial. 

c) Emisiones de gases de efecto invernadero. 

d) Impacto sonoro. 

e) Seguridad. 

f) Costes sociales y eficiencia de los sistemas. 

g) Capacidad, oferta y demanda. 

h) Calidad del servicio público. 

i) Consumo energético. 

j) Intermodalidad. 

k) Aquellos otros que se determinen mediante la correspondiente disposición reglamentaria.

Estos indicadores, que deberán adaptarse a los estándares internacionales acordados por la Unión Europea, se utilizarán, tanto en la elaboración y evaluación de estas Directrices, como en la de los restantes instrumentos de planificación y evaluación de la movilidad desarrollados en la presente Ley. 

5 Las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible adoptarán la forma de las Directrices de Ordenación Territorial, tal y como se definen en la legislación autonómica aplicable en materia de ordenación del territorio, y se sujetarán en su elaboración y aprobación a lo indicado en la legislación en vigor en materia de ordenación del territorio. 

6 La Consejería competente en materia de transportes y movilidad, en colaboración con la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia, debe elaborar cada dos años, con  datos objetivos y haciendo uso de los indicadores establecidos por el artículo  siguiente, un informe en relación al cumplimiento de las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible y su planificación de desarrollo, el cual será remitido al Consejo Asesor de Movilidad y Transportes de la Región de Murcia.

Artículo 30. Plan Territorial para la Movilidad Sostenible. 

1 La Consejería competente en materia de transportes establecerá, en coordinación con la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia, y con la Consejería competente en materia de ordenación del territorio, y en desarrollo de las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible y con el apoyo y la colaboración que precise del resto de Administraciones, el Plan de Ordenación Territorial para la Movilidad Sostenible a nivel regional, que contendrá y desarrollará, como mínimo, los siguientes aspectos: 

a) La caracterización, criterios y objetivos de la movilidad existente. 

b) La implementación de nuevas infraestructuras adscritas al transporte colectivo o la modificación de las existentes, así como de las plataformas de uso exclusivo o preferente de ciertos transportes o modos de desplazamiento. 

c) La diagnosis técnica del sistema y su valoración, abordando las siguientes redes de movilidad: 

i) La movilidad a pie, en bicicleta o mecanismo similar. 

ii) La movilidad en transporte público. 

iii) La movilidad en vehículo privado. 

iv) La movilidad en el transporte de mercancías.

v) La relación de la movilidad con la ordenación de la red viaria existente, analizando la posible implantación de plataformas reservadas. 

vi) Otros aspectos que influyan en la movilidad regional. 

d) La definición de los objetivos a conseguir y la propuesta de medidas correctoras para las disfunciones que se detecten, las cuales se podrán concretar en Programas de Actuación Territorial y se implementarán en los Planes de Movilidad Urbana Sostenible a incorporar al planeamiento urbanístico. 

2 El Plan, antes indicado, deberá coordinarse con los Instrumentos de Ordenación del Territorio en vigor en cada momento concreto. 

3 El Plan de Ordenación Territorial para la Movilidad Sostenible adoptará la forma de Plan de Ordenación Territorial, tal y como este se define en la legislación autonómica aplicable en materia de ordenación del territorio, se sujetarán en su elaboración y aprobación a lo indicado en la legislación en vigor en materia de ordenación del territorio, y deberá coordinarse con los Instrumentos de Ordenación del Territorio en vigor en cada momento concreto.

4 En aquellos casos en que, mediante la aprobación de Actuaciones de Interés Regional, se ejerza una actividad territorial y urbanística directa por parte de la Administración Regional, la misma deberá contener la oportuna modificación de los Planes de Movilidad Urbana Sostenible de los municipios afectados. 

Artículo 31.  Plan de Movilidad Urbana Sostenible
1 Los Planes Generales Municipales de Ordenación, de acuerdo con lo estipulado en las Directrices Regionales y el Plan de Ordenación regulados en los dos artículos anteriores, deberán integrar un Plan de Movilidad Urbana Sostenible cuyo contenido incorporará, al menos, los siguientes extremos: 

a) La evaluación de la movilidad actual (distribución modal y matriz origen destino con desagregación de sexo, edad, actividad y motivo del viaje) y generada, con cuantificación y detalle del número de desplazamientos que generan los diferentes ámbitos del Plan en función de las superficies que abarca, los usos a que se destina cada sector y la edificabilidad asignada. 

b) La justificación del modelo adoptado en función de la movilidad generada.

c) La documentación gráfica, a escala adecuada, de la movilidad generada, donde se identifiquen los focos de mayor importancia, las redes de movilidad existentes en el momento de redacción del Estudio y de las nuevas redes previstas en el plan o proyecto. 

d) La propuesta de asignación de la movilidad a las diferentes redes. 

e) El análisis de posibles alternativas. 

f) La comprobación del funcionamiento de las diferentes redes y la descripción de sus capacidades, concretando el análisis de impacto sobre los servicios públicos existentes. 

g) El análisis económico de las actuaciones previstas en el Plan de Movilidad Urbana Sostenible. 

h) La descripción y valoración de las distintas infraestructuras en uso o necesarias, así como de las plataformas de uso reservado o exclusivo. 

2 Las modificaciones estructurales del planeamiento general deberán contener, igualmente, una modificación del Plan de Movilidad Urbana Sostenible, siempre y cuando puedan conllevar alguna de las siguientes implantaciones: 

a) Establecimientos comerciales con una superficie de venta superior a 5.000 m2. 

b) Edificios de oficinas de más de 10.000 m2 de techo. 

c) Instalaciones deportivas o lúdicas, con un aforo superior a 2.000 personas. 

d) Clínicas, centros hospitalarios y similares con una capacidad superior a 200 camas. 

e) Centros educativos con una capacidad superior a 1.000 alumnos. 

f) Centros de trabajo donde trabajen más de 500 empleados. 

g) Actuaciones que impliquen más de 500 unidades residenciales. 

h) Otras implantaciones que puedan generar de forma recurrente un número de viajes al día superior a 5.000. 

i) Aquellos otros que mediante disposición reglamentaria así se determinen.

3 Los distintos aspectos analizados en el Plan de Movilidad Urbana Sostenible de los instrumentos de planeamiento general, se incluirán en el correspondiente Estudio de Impacto Territorial. 

4 Los planes parciales y especiales deberán desarrollar las previsiones del Plan de Movilidad Urbana Sostenible, así como, caso de que los mismos impliquen la construcción de más de 4.000 unidades residenciales, llevar a cabo un análisis de la movilidad interior generada.

5 Las implantaciones de usos determinadas en el apartado 2 del presente artículo que se realicen como autorización excepcional, deberán analizar y corregir su incidencia en el Plan de Movilidad Urbana Sostenible, así como ser informadas de manera preceptiva y vinculante en la forma y términos que se indican en el punto siguiente de este artículo. 

6 La Consejería competente en materia de transportes y la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia  informarán de manera preceptiva y con carácter vinculante, cada una en el ámbito de sus competencias y en los plazos indicados por el Decreto Legislativo 1/2005 para el trámite de audiencia de los planes generales, la creación, las modificaciones y los desarrollos de los Planes de Movilidad Urbana Sostenible integrados en los instrumentos de planificación que corresponda. 

Artículo 32. Planes de transporte de empresas 

1 Las Administraciones competentes fomentarán igualmente el desarrollo de planes de transporte de empresas, con vistas a reducir el uso del automóvil y promover modos menos contaminantes en los desplazamientos de los trabajadores.

2 Con ese fin, se prestará especial atención a los centros de trabajo de titularidad pública o privada cuyas características así lo aconsejen por dimensión de la plantilla, actividad, procesos o ubicación. Las Administraciones competentes podrán impulsar la adopción de planes mancomunados, para empresas que compartan un mismo centro o edificio o que desarrollen su actividad en un mismo parque o recinto equivalente

3 Los Planes de Transporte en Empresas respetarán las previsiones de los Planes de Movilidad Urbana Sostenible que hayan sido aprobados en su ámbito territorial.

TÍTULO III

DE LOS TRANSPORTES URBANOS

Artículo 33. Normativa aplicable. 

1 El establecimiento, modificación, adjudicación y prestación de los servicios de transporte público regular de uso general, en cuanto que constituyen un servicio de interés público y son de titularidad municipal, se regirán, sin perjuicio de la aplicación de la normativa estatal básica, por lo previsto en la siguiente prelación de normas: 

a) La legislación aplicable de la Unión Europea. 

b) Lo establecido en la presente Ley y en sus normas de desarrollo. 

c) Las disposiciones de las correspondientes Ordenanzas Municipales. 

d) La legislación general de contratos públicos. 

Artículo 34. Régimen de prestación y adjudicación

1.- La prestación de los transportes colectivos urbanos regulares de viajeros de uso general se realizará, con carácter preferente, en régimen de concesión administrativa y  por tiempo determinado, no pudiendo dicho período exceder el plazo de duración máxima  previsto en la legislación aplicable.

No obstante, cuando concurran circunstancias que lo justifiquen, el Ayuntamiento competente podrá decidir la prestación de dichos servicios mediante gestión pública directa o por alguna de de las restantes formas de gestión de los servicios públicos previstas en la legislación vigente. 

2.- La adjudicación de los transportes colectivos urbanos de viajeros de uso general se realizará a través de los procedimientos establecidos en la normativa estatal y comunitaria aplicable.

3.- Cuando la forma de prestación del servicio sea la concesión, se harán constar en el pliego de condiciones los extremos previstos en los artículos 68 y 69 del Reglamento de la Ley de Transportes Terrestres.

4.- Cuando se trate de transportes urbanos de carácter discrecional o turístico que reúnan las características que se indican en el artículo 24 de la presente Ley o bien los transportes urbanos regulares de uso especial contemplados en el artículo 25, su autorización y prestación se regirá por lo dispuesto, respectivamente, en dichos artículos así como por lo regulado en la correspondiente Ordenanza Municipal.

Artículo 35.  Régimen aplicable a los transportes discrecionales y turísticos

1 Los Ayuntamientos, previo informe favorable de la Consejería competente en materia de transportes a través de la Entidad Pública del Transporte, y teniendo en cuenta los oportunos estudios de demanda y oferta y la viabilidad económica y funcional de las solicitudes, podrán otorgar licencias/autorizaciones para realizar transporte discrecional de viajeros con carácter exclusivamente urbano. 

Para la prestación de estos servicios discrecionales y de ámbito urbano, con vehículos de más de nueve plazas, incluido el conductor, será necesaria la previa obtención de la licencia o título habilitante que será otorgado por el Ayuntamiento una vez acreditado el cumplimiento de las condiciones establecidas en la legislación autonómica o estatal que resulte de aplicación, así como lo previsto en la oportuna Ordenanza Municipal, en su caso. 

Las autorizaciones estatales o autonómicas de transporte discrecional de viajeros en autobús habilitarán para realizar tanto transporte urbano como interurbano, dentro del ámbito a que las mismas estén referidas. 

La contratación y cobro del servicio prestado por el titular de estas licencias/autorizaciones de transporte discrecional se realizará por la capacidad total del vehículo, salvo autorización expresa y excepcional otorgada por el Ayuntamiento de que se trate para realizar tráficos con cobro por plaza. 

2 La regulación y régimen de explotación de los transportes municipales del subtipo turístico, definidos en el artículo 3.Tres. e) de esta Ley podrá realzarse por medio de la oportuna Ordenanza o Reglamento municipal oportuno. 

Artículo 36. Régimen aplicable a los transportes regulares de uso especial 

1 La prestación de los servicios regulares de uso especial queda sujeta a la previa justificación de la existencia de la correspondiente autorización de transporte discrecional,  prevista en el apartado 3 del Artículo 107 del Reglamento de La Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres expedida por la Dirección General competente en materia de transportes, así como a la obtención de la correspondiente licencia singular y específica para este tipo de transportes, otorgada por el correspondiente Ayuntamiento, conforme a lo previsto en la oportuna Ordenanza. 

La Ordenanza que regule estos transportes establecerá las condiciones específicas de explotación de estos servicios, así como los requisitos exigibles en la selección del operador que vaya a prestar el servicio o la duración, renovación o extinción de las licencias que para ellos se otorguen y otros requisitos propios del tipo de transporte de que se trate, acomodándose en todo lo posible a los preceptos reglamentarios que la Consejería competente en la materia establezca para esta clase de transporte, en la forma que se prevé en el artículo 31 de la presente Ley. 

2 El transporte de escolares, alumnos, trabajadores o personas asimiladas que se indican en el artículo 3.Cuarto. b) de la presente Ley sólo se autorizará si los vehículos adscritos a estos servicios no superan la edad indicada en dicho precepto y las oportunas previsiones transitorias que al tema se refieren. 

3 En lo no previsto en esta Ley y en su desarrollo reglamentario o en las correspondientes Ordenanzas municipales sobre los servicios de transporte de escolares, alumnos o estudiantes que se indican en este artículo será de aplicación lo regulado sobre la materia en la legislación del Estado. 

TÍTULO IV

DE LOS TRANSPORTES INTERURBANOS

Capítulo I

Definición y clases. Servicio público, titularidad y

competencias

Artículo 37. Del servicio público y la titularidad 


1 Los transportes públicos regulares de viajeros por carretera, de carácter permanente y uso general, son servicios públicos esenciales de titularidad de la Administración competente por razón de su recorrido. 

2 Estos transportes, sin perjuicio de la legislación básica estatal aplicable, se rigen por las siguientes normas: 

a) La legislación aplicable de la Unión Europea. 

b) Lo dispuesto en la presente Ley, en sus normas de desarrollo y en el resto de normativa regional aplicable. 

c) Las normas estatales contenidas en la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres y su reglamento de desarrollo.

d) Las normas generales aplicables a los contratos públicos.

3 Corresponde al Consejo de Gobierno de la Región de Murcia y, en su nombre a la Consejería con competencia en materia de transportes, acordar el establecimiento, creación, modificación, cambio de titularidad, unificación, extinción e intervención de las concesiones o autorizaciones administrativas de los servicios de que es titular, todo ello a propuesta de la Entidad Pública del Transporte. 

4 En la ejecución de dicha competencia la Administración autonómica ajustará su actuación a la planificación oportuna que se regula en el Titulo II de la presente Ley y a los informes, consultas y trámites exigibles en cada caso, cuidando de que se respete, en todo caso, el equilibrio económico de la concesión o autorización de que se trate. 

5 Las empresas concesionarias u operadores de transporte que gestionen los servicios de titularidad autonómica regulados en el presente título tendrán los derechos y obligaciones que se indican en el artículo 10 y 33 de la presente Ley. 

Artículo 38. Régimen de prestación y adjudicación

1.- La prestación de los transportes colectivos interurbanos regulares de viajeros de uso general se realizará, con carácter preferente, en régimen de concesión administrativa y  por tiempo determinado, no pudiendo dicho período exceder el plazo de duración máxima  previsto en la legislación aplicable.

No obstante, cuando concurran circunstancias que lo justifiquen, la Administración competente podrá decidir la prestación de dichos servicios mediante gestión pública directa o por alguna de de las restantes formas de gestión de los servicios públicos previstas en la legislación vigente. 

2.- La adjudicación de los transportes colectivos interurbanos de viajeros de uso general se realizará a través de los procedimientos establecidos en la normativa estatal y comunitaria aplicable.

3.- Cuando la forma de prestación del servicio sea la concesión, se harán constar en el pliego de condiciones los extremos previstos en los artículos 68 y 69 del Reglamento de la Ley de Transportes Terrestres.

4.- Las concesiones de servicio público de viajeros por carretera se entenderán otorgadas con carácter exclusivo, no pudiendo establecerse, mientras estén vigentes, otras concesiones que cubran servicios coincidentes.

Artículo 39. De las concesiones zonales 

1 Como regla general las concesiones se otorgarán únicamente para servicios predeterminados de carácter lineal. No obstante la Consejería competente en materia de transportes podrá otorgar, atendiendo a las necesidades de los usuarios, la estructura de los servicios que se integren en la concesión o cualquier otro motivo  que estime oportuno, concesiones zonales que comprenderán todos los servicios regulares existentes en una zona, incluso los temporales y los de uso especial, salvo los que expresamente se exceptúen en el oportuno título concesional. 

2 Serán de aplicación a las concesiones zonales el régimen jurídico establecido para las lineales en tanto resulte compatible con su específica naturaleza, ajustándose en su gestión al plan de explotación para la zona que apruebe la Consejería otorgante. 

3 El otorgamiento de concesiones zonales estará subordinado, en todo caso, al respeto de los derechos económicos de los explotadores de concesiones lineales que discurran total o parcialmente por su territorio. 

Artículo 40. De las autorizaciones 

1 Cuando el concurso de adjudicación de la oportuna concesión haya quedado desierto, así como en los casos de abandono de la prestación por el concesionario a quien se haya adjudicado, o cuando la demanda existente en la zona donde se vaya a implantar el servicio sea insuficiente para ser explotado como concesión y así quede acreditado en los correspondientes informes y dictámenes de los órganos consultivos correspondientes, la Consejería competente en materia de transportes a propuesta de la Entidad Pública del Transporte podrá establecer el oportuno servicio regular por medio de autorizaciones administrativas otorgadas en la forma que prescriba la oportuna regulación reglamentaria. 

2 El plazo de explotación de dichas autorizaciones será de un máximo de cinco años, incluyendo las posibles prórrogas que en su caso tuvieran lugar. 

3 En lo no previsto sobre el régimen reglamentario específico de otorgamiento, explotación y demás pormenores de estas autorizaciones, se estará a lo dispuesto y regulado para las concesiones administrativas. 

Artículo 41. Del transporte a la demanda 

1 El transporte a la demanda definido en el artículo 3.Tres. b) de la presente Ley se ajustará en su explotación a las condiciones de la autorización administrativa que otorgue la Consejería competente en materia de transportes a través de la Entidad Pública del Transporte al correspondiente operador, siendo esencial a la misma la ausencia de calendario y horario fijos. 

2 Dentro del itinerario fijado para estos servicios en la correspondiente autorización, el operador atenderá las solicitudes de transporte que le hagan los usuarios de la zona servida, sin discriminación ni negativa alguna a su prestación siempre que la demanda se ajuste a las condiciones que consten en la autorización, pudiendo llevar a cabo los servicios demandados con recorrido total o parcial del itinerario autorizado. 

3 La autorización administrativa que habilite para llevar a cabo este tipo de transporte fijará las condiciones de prestación, entre las que figuraran las siguientes: 

a) El tipo de vehículo a utilizar, que, en su caso, pueden ser los provistos de tarjeta de transporte público de viajeros para turismos de hasta nueve plazas incluido el conductor. 

b) El plazo por el que se otorga la prestación. 

c) La tarifa, por plaza, a cobrar. 

d) Las franjas horarias para las que puede demandarse la prestación del servicio. 

e) Las posibles compensaciones económicas a recibir de las Administraciones locales o autonómica, en base al convenio que así las fije. 

Artículo 42. Del transporte discrecional y turístico interurbano

1 Para la prestación de servicios de transporte discrecional y turístico interurbano será imprescindible que el operador reúna los requisitos de capacitación profesional, capacidad económica, honorabilidad y otros legalmente exigidos en la legislación aplicable para ejercer esta actividad. 

2 Los vehículos adscritos a esta clase de transporte tendrán más de nueve plazas, incluida la del conductor, y dispondrán de la oportuna autorización administrativa para el transporte discrecional otorgada por el Estado conforme a su legislación específica o por la Administración Pública de la Comunidad Autónoma a través de la Dirección General competente en materia de transportes en la forma que reglamentariamente se determine. 

3 La contratación y cobro del servicio prestado se realizará por la capacidad total del vehículo, salvo autorización expresa y singular para determinados servicios de carácter turístico otorgada por  la Dirección General competente  en materia de transportes. 

4 Son transportes discrecionales del subtipo turístico aquellos regulados en el Artículo 3.Tres. e) de la presente Ley, cuya regulación podrá ser objeto de desarrollo reglamentario por la Consejería competente en materia de transportes. 

Artículo 43. Del transporte regular de uso especial interurbano 

1 La prestación de los servicios de transporte regular de uso especial interurbano queda sujeta a la previa obtención de la correspondiente autorización administrativa, denominada de transporte regular de uso especial, de la Entidad Pública del Transporte, siempre que exista reiteración de itinerario en la prestación de estos transportes, conforme se desarrollará reglamentariamente. 

2 Dicha regulación reglamentaria determinará los requisitos y condicionantes para el otorgamiento, duración y extinción de las autorizaciones singulares para la prestación de este tipo de transporte, así como las condiciones en que debe realizarse, su plazo, sus posibles renovaciones y su régimen de gestión, respetándose en todo caso el requisito de antigüedad de los vehículos adscritos que se indica en el artículo 3.Cuatro b) de la presente Ley, así como las previsiones transitorias de aplicación. 

3 No se otorgará ningún derecho de preferencia o tanteo para prestar estos servicios a los concesionarios u operadores de los servicios regulares de uso general que tengan en sus tráficos itinerarios coincidentes con los servicios de uso especial 

Capítulo II

Del Régimen de Explotación

Artículo 44. Del equilibrio económico, las ayudas, subvenciones y convenios de prestación 

1 En las concesiones de transporte público regular de uso general que se presten en régimen de exclusiva, la Administración concedente queda obligada a garantizar el equilibrio económico del servicio que se preste y de que es titular.

2 Las Administraciones competentes en materia de un concreto servicio de transporte público, sólo podrán destinar fondos o recursos económicos para su financiación si los operadores de los mismos soportan cargas sociales que no realizarían por estrictos parámetros de gestión económica y de no serle impuestas. 

3 Dichos fondos, ya revistan la forma de ayudas, subvenciones o prestación cofinanciada, sólo se otorgarán en el supuesto indicado en el punto anterior y con sujeción a las condiciones y limitaciones que imponga la legislación estatal o europea aplicable. 

Artículo 45. De las obligaciones de los operadores 

1. Los concesionarios u operadores de esta clase de transportes, de titularidad de la Administración Autonómica, deberán cumplir con la obligaciones generales que se detallan en el artículo 10 de la presente Ley y en su previsible desarrollo reglamentario, y las particulares derivadas de los contratos administrativos suscritos para la prestación de esta clase de servicios.

2. El incumplimiento de las condiciones a las que se hubiere comprometido el operador, ya sea impuestas por la Administración (condiciones esenciales y mínimas) o las ofertadas por el mismo, dará lugar, con independencia de lo dispuesto en el párrafo 2 del punto 2 del presente artículo, a la instrucción del oportuno expediente sancionador, en la forma y condiciones que se indican en Título V de la presente Ley.

Artículo 46 .De las auditorías, documentos de control e información estadística 

1. Las empresas concesionarias de transportes públicos están obligadas a presentar los datos estadísticos en el formato y periodicidad que les requiera tanto la Dirección General competente en materia de transportes así como la Entidad Pública del Transporte. En los supuestos de financiación pública del transporte la Entidad Pública del Transporte podrá establecer metodologías para el volcado directo de los datos de las canceladoras de títulos de transporte.

2. Además de las estadísticas periódicas, las empresas prestatarias de transportes regulares de viajeros de uso general estarán obligadas a presentar anualmente tanto a la Dirección General competente en materia de transportes como a la Entidad Pública del Transporte auditorias contables e informes de gestión referido a cada una de las concesiones, sin perjuicio de lo previsto por la Administración competente sobre exenciones en esta materia.

3. A estos efectos dichas empresas contabilizarán de forma separada, gestionándolos como divisiones contables independientes, los ingresos y gastos que procedan de los tráficos regulares de uso general o que tengan su origen en la utilización de los medios adscritos a las concesiones de transporte, de los que procedan de cualquier otro tipo de transporte ya sea discrecional, regular de uso especial o de cualquier otra actividad empresarial. 

4. Durante la realización de los servicios de transporte y en los vehículos que lo presten, se llevarán a bordo los documentos de control administrativo e información estadística que reglamentariamente se determine. Estos documentos estarán siempre a disposición de los Inspectores o Agentes de la Inspección de Transporte, salvo que se autorizara su sustitución por técnicas telemáticas de control on line que permitan comprobar los datos de dichos documentos sin necesidad de su materialización en papel.

Toda la información contenida en los documentos o soportes descritos en el apartado anterior la conservarán los operadores de transporte afectados a disposición de la Dirección General competente y de la Entidad Pública del Transporte, en la forma, disposición física y tiempo que reglamentariamente se determinen. 

TÍTULO V

DEL TRANSPORTE DE VIAJEROS EN VEHÍCULOS DE TURISMO

Artículo 47. Régimen aplicable al transporte  de viajeros en vehículos de turismo

1 Se entiende por transporte en taxi la realización de servicios de transporte de personas en vehículos de turismo, con capacidad igual o inferior a nueve plazas, incluido el conductor, cuyo titular y el propio turismo estén provistos de la oportuna licencia municipal y de los permisos que especifique la correspondiente Ordenanza municipal que los regule.

Los vehículos destinados a la prestación del servicio del taxi tendrán las condiciones adecuadas para que el acceso, viaje y descenso de todos los usuarios se produzca en condiciones de comodidad y seguridad, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine.

2 La administración competente promoverá que los municipios y en su caso las áreas de prestación conjunta  de servicio de taxi dispongan de, al menos, un 5% de vehículos adaptados para el traslado de personas en sillas de ruedas, redondeándose al entero superior más próximo la cifra resultante de la aplicación del porcentaje cuyo mínimo determinará la Consejería competente, en materia de transporte, previo informe del Consejo Asesor de Movilidad y Transportes.

Para conseguir este porcentaje se procederá de forma gradual y porcentual, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine.

3 Corresponde a la administración competente en la gestión del servicio del taxi adoptar las medidas necesarias para alcanzar el porcentaje señalado en el punto anterior, así como que los vehículos con las características citadas atiendan efectivamente las demandas de servicio de las personas con movilidad reducida de forma prioritaria. 

Los titulares de las autorizaciones y licencias solicitarán voluntariamente que su taxi sea adaptado, pero si no se cubre dicho porcentaje el órgano administrativo competente exigirá a las nuevas licencias que se concedan que su autotaxi sea accesible o, si procede, a las transmisiones de licencias que se realicen.

4 De la misma forma, las paradas de  taxis existentes en la vía pública se proyectarán y mantendrán de modo que se asegure el acceso universal a las diferentes unidades de transporte.

En este tipo de paradas los ayuntamientos habilitarán la forma en que el acceso y descenso de los usuarios de los vehículos se produzca en condiciones de seguridad y conforme a los principios fijados por esta ley.

5 Los cuadros de tarifas, así como las otras informaciones complementarias, habrán de estar disponibles de forma impresa, en sistema braille, además del lenguaje alfabético, y se procurará igualmente la adaptación, en la medida de lo posible, de nuevas tecnologías que vengan a satisfacer las necesidades de las personas que padezcan discapacidad sensorial.

6 Los requisitos para la obtención de la licencia municipal de taxi, número de ellas que puede disponer cada empresa o trabajador autónomo, así como las modificaciones, transmisibilidad de las licencias, tipo y características de los vehículos de turismo a adscribir, serán objeto del oportuno desarrollo reglamentario, con audiencia de los municipios que dispongan de este tipo de transporte y de las Asociaciones profesionales afectadas. 

En tanto no se produce dicho desarrollo reglamentario, los extremos, requisitos y condicionantes citados en este apartado, serán los establecidos en la legislación estatal aplicable. 

Reglamentariamente se fijarán los parámetros que sirvan para determinar el número de licencias de taxi que pueden otorgarse por cada municipio, en función del volumen de población y de la concurrencia de otros datos o circunstancias objetivas dignas de ser tenidas en cuenta por su incidencia en este tipo de servicios de interés público. 

Artículo 48. Arrendamiento de vehículos con conductor

Se entiende por arrendamiento de vehículos con conductor el alquiler de estos vehículos de nueve o menos plazas, incluida la del conductor, que estará sujeto en su régimen de otorgamiento, gestión de los servicios que preste y demás circunstancias de explotación a lo dispuesto al respecto en la legislación del Estado, sin perjuicio de su posible desarrollo reglamentario por la Consejería competente en la materia.

Artículo 49. Zonas de Prestación Conjunta y Áreas sensibles de demanda 

En las zonas en la que exista una interacción o influencia recíproca entre los servicios de taxi de varios municipios y sea necesario o conveniente una ordenación coordinada de las licencias y servicios que se prestan, se podrá establecer un Área de Prestación Conjunta que presentará las siguientes circunstancias: 

a) Su establecimiento deberá contar con la aprobación de los municipios que se integren en dicha Área y con la autorización de la Consejería competente del Gobierno Regional. 

b) Se designará en la constitución del Área y en el oportuno Reglamento regulador de su funcionamiento el Órgano Rector de dicha Área, que puede recaer en alguno de los Ayuntamientos integrados en la propia Dirección General de la Consejería competente. La aprobación de dicho Reglamento y la designación del Órgano Rector será competencia de los Ayuntamientos integrados y deberá contar con la autorización de la Consejería competente en materia de transportes. 

c) El Órgano Rector del Área ostentará la competencia plena que tenían los municipios integrados en la misma sobre sus taxis respectivos y actuará en los sucesivo como otorgante de la licencias, controlador de su vigencia, transmisión o caducidad, así como de supervisor de la forma en que se prestan de los servicios y en el resto de actuaciones oportunas para un correcto servicio de taxi, según se indica en el artículo precedente y fije el Reglamento regulador del Área de Prestación Conjunta. 

d) Lo anterior no prejuzga la persistencia de de las competencias que competen a la Dirección General de Transportes en cuanto se refiere a los servicios interurbanos que realicen dichos taxis. 

Se denominan Áreas sensibles de demanda a aquellos puntos específicos, tales como aeropuertos, estaciones ferroviarias o de autobuses, ferias, mercado, parques o centros de ocio u otros similares en los que se genere una demanda de tráfico en taxi que, afectando a varios municipios, no pueda ser atendida por los titulares de las licencias/autorizaciones correspondientes al municipio donde dichos puntos estén situados. En dichos supuestos la Consejería competente en materia de transportes, previo informe del Ayuntamiento afectado, podrá establecer un régimen específico que posibilite a los titulares de licencias residenciadas en municipios distintos del afectado realizar servicios con origen en este último. También se podrá aplicar esta exención en el caso de los Municipios que no dispongan de taxis adaptados en el Municipio de Murcia.

Igualmente, la Consejería competente en materia de transportes podrá autorizar, previa audiencia de los Ayuntamientos afectados, la recogida de viajeros en aquellos municipios en que no existan licencias y además no se considere necesario su otorgamiento, por parte de los titulares de licencias de otros municipios. 

TITULO VI

 DE LA INSPECCIÓN Y RÉGIMEN SANCIONADOR

Artículo 50. Inspección

1. Corresponde a las Administraciones competentes para el otorgamiento de los títulos habilitantes para la prestación de los servicios de transporte de viajeros y sus actividades auxiliares y complementarias previstos en esta Ley las funciones de vigilancia e inspección de los mismos.

La estructura de los servicios de inspección de las Administraciones competentes será determinada por las mismas en función de sus necesidades.

2. El personal adscrito a los servicios de inspección a que se refiere el párrafo anterior tendrá, en el ejercicio de sus funciones, la consideración de agentes de la autoridad a todos los efectos y gozarán de plena independencia en el desarrollo de las mismas. Estará provisto de documento acreditativo de su condición, que le podrá ser requerido cuando ejercite sus funciones, estando obligado a exhibirlo.


El personal  adscrito a los servicios de inspección ejercerá su actividad con relación a los servicios que son de su competencia, con excepción de los servicios de inspección de transportes de la Región de Murcia, que podrán realizar inspecciones a cualquier transporte de viajeros que se realice dentro del territorio de la Región de Murcia, para verificar el carácter urbano o interurbano del mismo. En caso de que en estas actuaciones se detecte la comisión de alguna infracción y el transporte tuviese la consideración de urbano, éstas serán remitidas a los Ayuntamientos respectivos para la instrucción de los expedientes sancionadores que procedieran.

3. Los titulares de las concesiones, autorizaciones y licencias facilitaran al personal adscrito a los servicios de inspección, en el ejercicio de sus funciones, el acceso a vehículos e instalaciones y permitirá el examen de la documentación exigida con arreglo a esta ley y las disposiciones que la desarrollen o la legislación general en materia de transporte por carretera. Los conductores de los vehículos tendrán la consideración de representantes de la empresa en relación con la documentación que existe obligación  de llevar a bordo del vehículo y la información que le sea requerida respecto del servicio realizado. Idénticas obligaciones tendrán los titulares de vehículos e instalaciones que realicen actividades susceptibles de ser objeto de concesión, autorización o licencia por la presente Ley.

Los usuarios de los servicios de transporte que regula la presente Ley están obligados a identificarse a requerimiento del personal de la inspección cuando este se encuentre realizando sus funciones en relación con el servicio utilizado por aquellos.

4. El personal adscrito a los servicios de inspección podrá requerir la presentación de la documentación a que se refiere el párrafo anterior en las propias dependencias de la Administración, en la medida en que esta exigencia resulte necesaria para verificar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en la legislación de transportes.

5. Las actas e informes del personal adscrito a los servicios de inspección tendrá valor probatorio de los hechos en ellos recogidos, salvo prueba en contrario, sin perjuicio del deber de la Administración de aportar los elementos probatorios que sean posibles sobre los mismos.

6. En caso de necesidad y para un eficaz cumplimiento de su función, el personal adscrito a los servicios de inspección podrá solicitar el apoyo necesario de las unidades o destacamentos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y Policías Locales. Corresponderá, en todo caso, a las Policías Locales colaborar en la vigilancia del régimen de paradas urbanas de líneas interurbanas formulando las oportunas  denuncias.

Si en su actuación, el personal adscrito a los servicios de inspección constatase hechos que pudiesen ser constitutivos de infracción a la normativa reguladora de otros sectores, especialmente en lo referente al ámbito laboral, fiscal o de seguridad vial, lo pondrá en conocimiento de los órganos competentes en función de la materia.

Artículo 51. Responsabilidad.

1. La responsabilidad administrativa por las infracciones de las normas reguladoras de los transportes y actividades auxiliares objeto de la presente Ley, corresponderá:

a) En las infracciones cometidas con ocasión de la realización de transportes o actividades sujetas a concesión, autorización o licencia, a la persona física o jurídica titular de la concesión, autorización o licencia.

b) En las infracciones cometidas con ocasión de transportes o actividades auxiliares y complementarias llevados a cabo sin la cobertura del preceptivo título habilitante o cuya realización se encuentre exenta de la obtención de éste, a la persona física o jurídica propietaria o arrendataria del vehiculo o titular de la actividad auxiliar o complementaria. A los efectos previstos en este apartado, se considera titular del transporte o actividad de que se trate a la persona física o jurídica que materialmente la lleve a cabo en nombre propio, la organice o asuma la correspondiente responsabilidad empresarial, así como a todas aquellas personas que, no siendo personal asalariado o dependiente, colabore en la realización de dicho transporte o actividad.

c) En las infracciones cometidas por las personas usuarias y en general, por terceros que, sin estar comprendidos en los anteriores apartados, realicen actividades que se vean afectadas por la presente Ley, a la persona física o jurídica a la que vaya dirigido el precepto infringido o a las que las normas correspondientes atribuyan específicamente la responsabilidad.

2. La responsabilidad administrativa se exigirá a las personas físicas o jurídicas a que se refiere el apartado anterior, independientemente de que las acciones u omisiones de las que dicha responsabilidad derive hayan sido realizadas materialmente por ellas o por el personal de su empresa, sin perjuicio de que puedan deducir las acciones que a su juicio resulten procedentes contra las personas a las que sean materialmente imputables las infracciones.

3. Tendrán la consideración de infracciones independientes aquellas que se cometan en relación con distintas expediciones de transporte, aun cuando los hechos infrinjan los mismos o semejantes preceptos. No obstante, tratándose de expediciones de servicios de transporte regular de viajeros, cuando los hechos constitutivos de infracción guarden relación directa con la actividad administrativa que se desarrolla en las oficinas de la empresa o con el vehiculo utilizado y resulte acreditado que no podían ser corregidos hasta el regreso de aquel a la sede empresarial, tales hechos se considerarán constitutivos de una sola infracción, aun cuando hubieran continuado teniendo lugar durante las distintas expediciones parciales realizadas entre tanto.

Artículo 52.Infracciones.

1. Constituyen infracciones administrativas de las normas reguladoras del transporte de viajeros y de las actividades auxiliares y complementarias objeto de la presente Ley, las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas de conformidad con lo dispuesto en la legislación del Estado reguladora de los transportes terrestres.

Estas infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves.

2. Asimismo, constituyen infracciones administrativas de las normas reguladoras de accesibilidad en materia de transporte de viajeros y de las actividades auxiliares y complementarias, las siguientes acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas de conformidad con la presente ley:


Estas infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves:


a).- Infracciones leves: 

1. El establecimiento de discriminación de tarifas o precios por razón de la utilización de ayudas técnicas a las personas con movilidad reducida o el establecimiento de precios sobre tales elementos de ayuda, sean o no mecanizados. 

2. El incumplimiento por parte de los usuarios de la preferencia establecida para la ocupación de los asientos en los transportes públicos de viajeros por las personas que tengan dificultades de movilidad.

3. Cualesquiera otras conductas que contravengan la normativa sobre accesibilidad en materia de transporte de viajeros y de las actividades auxiliares y complementarias, en los casos en que no proceda su calificación como grave o muy grave. 


b).- Infracciones graves:

1. La denegación a realizar reservas para un servicio de transporte o la emisión de billete para un viaje a personas con movilidad reducida.

2. La denegación al embarque a personas con movilidad reducida, cuando dichas personas estén en posesión de un billete o reserva válidos.

3. La aprobación y/o ejecución de proyectos que no atiendan las necesidades de movilidad reducida de los usuarios en los vehículos integrados en el servicio objeto de autorización o concesión administrativa.

Serán responsables tanto la persona o entidad encargada de la aprobación del proyecto, como la persona o entidad que lo ejecute. 

4. La carencia en los vehículos de plataforma parcial o totalmente baja y de las restantes condiciones técnicas necesarias para facilitar el acceso a las personas con problemas de movilidad, cuando no queden eximidos de de la obligación de contar con dichos elementos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de esta Ley. 

5. El incumplimiento en los servicios regulares interurbanos, con más de cinco vehículos, de las condiciones básicas de accesibilidad reguladas en el apartado 2 del Anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad. 

Será responsable la persona física que realice dicho incumplimiento.

6. La ausencia o deficiencias de información de las indicaciones que afecten a las personas con movilidad reducida, a la que están obligados los transportes públicos de viajeros en los términos establecidos en la presente Ley. 

7. La ausencia o deficiencias en la información a la que están obligadas a prestar las empresas prestatarias de servicios públicos de transporte, sus proveedores de billetes, operadores turísticos y gestores de estaciones de autobuses, en los términos exigidos en el artículo 10 de esta Ley. 

Será responsable la empresa prestataria del servicio público de transporte, su proveedor de billetes, operador turístico y gestor de estaciones de autobuses que incumplan dicha obligación.

8. El incumplimiento, en los vehículos, de los porcentajes de asientos suficientes previstos en el artículo 6 de esta Ley. 

9. La falta de reserva de espacio adecuadamente señalizado, en los vehículos, que impida la ubicación de dos sillas de ruedas, así como la reserva de dicho espacio sin la adecuada señalización. 

10. La ubicación de asientos o de espacio reservado a personas con movilidad reducida y a sillas de ruedas, respectivamente, en un lugar distinto al establecido en el artículo 6 de esta Ley. 

11. El incumplimiento en la ejecución y mantenimiento por parte de las entidades titulares de las vías, de los requisitos de altura y demás condiciones de accesibilidad previstos en el articulo 7 de esta Ley para paradas, marquesinas y andenes, cuando éste incumplimiento dificulte el acceso directo a la respectiva plataforma del vehículo. 

Será responsable la entidad titular de la vía.

12. El incumplimiento en las estaciones de autobuses de más de 50.000 habitantes, y en todas las de de nueva creación, de las condiciones establecidas en el Anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad. 

La responsabilidad corresponderá al titular de la estación de autobuses.

13. El incumplimiento por parte de las empresas prestatarias de los servicios regulares de uso especial y discrecional, de la reserva del 2% de su flota para personas con problemas de movilidad. 

14. El incumplimiento en los vehículos dedicados al transporte escolar de las condiciones establecidas reglamentariamente. 

15. El incumplimiento en los servicios de transporte que discurran por plataforma de las condiciones de accesibilidad reguladas en el apartado 2 del Anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad.


c).- Infracciones muy graves:

1. El incumplimiento en los servicios regulares interurbanos, con más de cinco vehículos, de las condiciones básicas de accesibilidad reguladas en el apartado 2 del Anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad, cuando tal incumplimiento impida su utilización a personas con movilidad reducida.

2. El incumplimiento en las estaciones de autobuses de más de 50.000 habitantes, y en todas las de de nueva creación, de las condiciones establecidas en el Anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad, cuando tal incumplimiento dificulte el tránsito de personas con movilidad reducida a los diferentes medios de transporte.

3. El incumplimiento en los servicios de transporte que discurran por plataforma de las condiciones de accesibilidad reguladas en el apartado 2 del Anexo IV del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y la utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad, cuando tal incumplimiento impida su utilización a personas con movilidad reducida. 

4. La comisión de dos infracciones administrativas graves en el plazo de un, año sancionadas mediante resolución administrativa firme, siempre que la nueva infracción se cometa en el plazo de los doce meses siguientes a la comisión de la segunda infracción  y se califique como grave. 

5. El incumplimiento de lo dispuesto en la presente ley sobre condiciones de accesibilidad en materia de transporte de viajeros y de las actividades auxiliares y complementarias, cuando se hubiere puesto en grave riesgo o peligro la salud o integridad física de los usuarios.

Artículo 53.Sanciones.


1. Las sanciones por las infracciones tipificadas en el número1 del artículo anterior serán las previstas en la legislación del Estado reguladora de los transportes terrestres.

2. Las sanciones por las infracciones tipificadas en el número 2 del artículo anterior serán las siguientes:
a) Infracciones leves: multa de 300 a 6.000 euros. Se exceptúan las infracciones cometidas por personas físicas que actúen en calidad de particulares, en las que el importe de la sanción será como mínimo de 100 euros.

b) Infracciones graves: multa de 6.001 a 60.000 euros.

c) Infracciones muy graves: multa de 60.001 euros a 300.000 euros.

3. Las infracciones, tipificadas en el número 2 del artículo anterior, cometidas por las personas físicas o jurídicas que actúen en régimen de concesión o autorización, en el ámbito competencial de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, contraviniendo lo dispuesto en dicha concesión o autorización, puede dar lugar, atendiendo a la gravedad de la infracción, además de a la sanción pecuniaria, a la extinción de dicha concesión o autorización. En el mismo caso, si el incumplimiento se produce contraviniendo lo dispuesto en un contrato suscrito con la administración, dicho incumplimiento puede dar lugar por la administración competente a la resolución de dicho contrato, en los términos establecidos por la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

4. La imposición de sanción pecuniaria y su correspondiente pago no eximirá a los responsables de la infracción de su deber de dar cumplimiento al mandato o prohibición establecidos en la norma infringida, así como de indemnizar por los daños y perjuicios eventualmente causados.

Artículo 54.Circunstancias agravantes y atenuantes.

1. Son circunstancias agravantes de la responsabilidad por las infracciones tipificadas en esta Ley:

a) La reincidencia. Existe reincidencia cuando se comete una infracción del mismo tipo que la que motivó una sanción anterior en el plazo de cuatro años siguientes a la notificación de ésta, en tal supuesto, se requerirá que la resolución sancionadora haya adquirido firmeza.

b) Obstrucción o resistencia a la actuación de las autoridades o funcionarios públicos encargados del cumplimiento de la legalidad.

c) Alterar los supuestos de hecho que presuntamente legitiman la actuación, o falsificar los documentos en que se acredita el fundamento legal de la actuación.

d) Haber realizado la infracción obteniendo beneficio económico derivado de la misma.

2. Son circunstancias atenuantes de la responsabilidad por las infracciones tipificadas en esta Ley:

a) La falta de intencionalidad en la gravedad del daño.

b) La reparación o adopción de medidas que disminuyan el daño causado antes de la iniciación de la incoación del procedimiento administrativo sancionador.

c) La no obtención de beneficio económico derivado de la infracción.

d) La reparación de las deficiencias o daños causados objeto de sanción    antes de ser dictada la resolución sancionadora.

Artículo 55. Medidas adicionales a la sanción por infracción administrativa de las normas reguladoras de accesibilidad en materia de transporte de viajeros y de las actividades auxiliares y complementarias.

La resolución sancionadora por infracción administrativa de las normas reguladoras de accesibilidad en materia de transporte de viajeros y de las actividades auxiliares y complementarias, podrá imponer, además de la multa, la obligación de realizar las obras necesarias para la adaptación del medio o servicio del transporte, acceso o construcción o edificación a lo previsto en esta Ley, estableciendo el plazo máximo para su realización, teniendo en cuenta para la fijación del mismo el tiempo estrictamente necesario para  obtener las licencias y autorizaciones correspondientes para realizar las obras.

Artículo 56. Prescripción.

1. Las infracciones tipificadas en esta Ley prescribirán, de conformidad con las condiciones establecidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo de un año.

2. Las sanciones tipificadas en esta Ley prescribirán en los plazos y condiciones establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. El cómputo de los plazos de prescripción del presente artículo se realizará de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 57. Competencia.

La competencia para la imposición de sanciones prevista en el presente título corresponderá a los siguientes órganos:

1. El alcalde: en las infracciones cometidas en vías y servicios de carácter urbano.

2. Al Director General competente en materia de transportes: en las infracciones cometidas en vías y servicios de carácter interurbano.

Artículo 58. Procedimiento sancionador.

1. El procedimiento para la imposición de las sanciones previstas en la presente Ley se ajustará a lo dispuesto en la legislación del Estado reguladora de la materia, y en lo no previsto por ésta, se estará a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. El plazo máximo en que deberá notificarse la resolución del procedimiento sancionador será de un año, contado desde la fecha de iniciación del procedimiento.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera

Adaptación de las Ordenanzas Municipales de Transporte a lo previsto en esta Ley.

Las Ordenanzas o Reglamentos municipales que regulen los transportes urbanos se adaptarán a las previsiones de la presente Ley en el plazo de doce meses desde su publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 

Segunda.

Condiciones adicionales de accesibilidad

En los servicios de transporte de viajeros por carretera que trascurran íntegramente por el territorio de la Región de Murcia y dispongan de un mínimo de cinco vehículos adscritos a la concesión, deberán tener adaptado en el plazo de tres años el cuarenta por ciento de la flota y su totalidad en la fecha de caducidad de las concesiones.

Tercera.

Elaboración de las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible.

1 La Consejería competente en materia de transportes, en coordinación con la  Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia, y con la Consejería competente en materia de Ordenación del Territorio, redactará las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente Ley

2 El contenido de las citadas directrices regulado en el artículo 18.1 del presente texto, podrá ser desarrollado y / o modificado mediante Orden del Consejero competente en materia de transportes. 

Cuarta

Desarrollo de la normativa estatal en materia de accesibilidad.

La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia desarrollará lo señalado en la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad y el Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los modos de transporte para personas con discapacidad, en el plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor de la presente Ley, que regulará entre otros aspectos el régimen sancionador en materia de accesibilidad del transporte de viajeros por carretera en el territorio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

Quinta

Condiciones de los vehículos en  transporte de trabajadores y en el transporte turístico

La Consejería competente en materia de transportes regulará en el plazo de 6 meses desde la entrada en vigor de la presente ley, las condiciones de los vehículos en el transporte de trabajadores y en el transporte turístico en el marco de lo dispuesto en el artículo 4 de la citada norma.

Sexta

Fondo para la promoción de la accesibilidad al sistema de transporte de competencia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

1. Se crea el Fondo para la promoción de la accesibilidad al sistema de transporte de competencia de la Región de Murcia.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta de las consejerías competentes por razón de la materia, destinará partidas presupuestarias finalistas en cada ejercicio para financiar el cumplimiento de esta ley. Adicionalmente integrarán este Fondo las multas y sanciones económicas que se recauden como consecuencia de la aplicación del régimen sancionador previsto en esta ley. Asimismo, se integrarán en dicho Fondo las donaciones, herencias y legados que, por voluntad expresamente manifestada, hayan de dedicarse a los fines previstos en la presente ley.

3. Periódicamente se destinará un porcentaje de este Fondo para subvencionar programas específicos de los entes locales y entidades privadas, que por medio de convenio, se comprometan a asignar partidas presupuestarias para conseguir los fines establecidos en esta ley.

4. El Fondo será gestionado por la Consejería competente en materia de transporte, que podrá encomendar la gestión a la Entidad Pública del Transporte.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera

De los plazos de las concesiones de transporte regular interurbano de la Región de Murcia.

Conforme a lo previsto en el artículo 26 de la presente Ley, excepcionalmente y para cumplir las previsiones del Sistema Integrado de Transporte Público de la Región de Murcia, el plazo de las concesiones recogidas en el anexo de la Ley 10/2009, de 30 de noviembre se ampliará en los términos y con las condiciones establecidas en dicho texto legal y en los oportunos Contratos-Programa. 

Segunda

Criterios para la redacción de los Estudios de Movilidad.

Hasta tanto se redacten y aprueben las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible, el Consejero competente en materia de transportes podrá, mediante Orden, establecer los criterios a tener en cuenta en la redacción de los Estudios de Movilidad. 

Tercera

De los Planes Municipales de Ordenación.

Los planes municipales generales de ordenación, así como aquellas modificaciones estructurales de los mismos que  puedan conllevar alguna de las implantaciones indicadas en el artículo 18.Dos de la presente Ley y que hayan sido aprobados inicialmente a la entrada en vigor de la presente Ley, no  deberán incorporar un Plan de Movilidad Urbana Sostenible.

Cuarta

Del planeamiento urbanístico de desarrollo.

El planeamiento urbanístico de desarrollo que se realice en municipios cuyos planeamientos generales no se hayan adaptado a la presente Ley, deberá redactar Estudios de Movilidad siempre y cuando puedan dar cabida a las implantaciones reguladas en el artículo 18.Dos. de la presente Ley. 

Quinta

De la adaptación de los Planes vigentes a la presente Ley.

Los Planes municipales de ordenación, sí como sus modificaciones estructurales y planes parciales y especiales en vigor, se adaptarán a lo previsto en la presente Ley y sus normas de desarrollo en el plazo de doce meses a contar desde la publicación de la Orden del Consejero a que se refiere la Disposición Transitoria Tercera o, en su caso, de la aprobación de las Directrices Regionales para la Movilidad Sostenible. 

Sexta

Del Consejo de Transportes y de la Entidad Pública del Transporte de la Región de Murcia.

Mientras permanezca la actual estructura, composición y funcionamiento del Consejo de Transportes de la Región de Murcia, serán convocados a sus sesiones los oportunos representantes de la Entidad Pública del Transporte, que formará parte del mismo como miembro de pleno derecho. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

De las normas que se derogan por la entrada en vigor de la presente Ley.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de rango igual o inferior se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. En concreto se deroga el Decreto 32/1991, de 13 de junio, de Coordinación de competencias con Ayuntamientos en relación con los transportes públicos de viajeros. 

DISPOSICIONES FINALES

Primera

Cláusula de supletoriedad.

En lo no previsto en la presente Ley y sus normas de desarrollo se aplicarán las normas estatales reguladoras de los transportes por carretera. 

Segunda

Desarrollo reglamentario.

1 Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Región de Murcia para dictar cuantas disposiciones reglamentarias sean necesarias en orden a la adecuada aplicación de esta Ley. 

2 Se autoriza al Consejero con competencias en materia de movilidad, para dictar Órdenes de desarrollo de los artículos 29.4.K y 32.1.I de la presente Ley.

Tercera

Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el Boletín Oficial de Región de Murcia.
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